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EL ESTADO COMO EMPRESARIO FERROVIARIO 1

MIGUEL MUÑOZ RUBIO
Fundación de los Ferrocarriles Españoles

Frente a la experiencia del Antiguo Régimen, la concepción de las infraestructuras de transporte
como hecho público es formulada por primera vez en las Cortes de Cádiz, donde los liberales
defendieron su gestión como competencia natural del Estado habida cuenta que se las
consideraba en su cuerpo doctrinal un elemento económico de carácter estratégico. Por lo que
respecta al ferrocarril, aunque fueron plenamente conscientes de que era el único medio capaz de
proveer satisfactoriamente un servicio imprescindible para la modernización del país, sólo
apoyaron directa y decididamente su desarrollo desde la ley de 1855. Al no ser capaz la
Hacienda pública de movilizar los recursos financieros necesarios para construir la red, el
modelo francés se mostró como el más idóneo para hacer compatible la financiación y
explotación privada con una participación activa del Estado en este nuevo servicio. Desde el
concepto de servicio público con el que se atribuyó al nuevo sistema de transporte, se recurrió a
la concesión como nexo entre lo público y lo privado, que, con sus significadas deficiencias, hizo
posible el desarrollo ferroviario sin apenas modificaciones hasta 1924 mediante una relación
contractual que, en lo que respecta a la intervención pública, fijó el papel del Estado en otorgar y
subvencionar las concesiones de las distintas líneas y en regular moderadamente la prestación del
servicio, destacando de entre todas las competencias que se reservó como más decisiva la
determinación de las tarifas máximas2.

1. El «Problema ferroviario»: La larga transición de lo privado a lo público

Recientemente han aparecido dos monografías dedicadas específicamente a estudiar el
«problema ferroviario» (de hecho llegaron a mis manos cuando ya tenía acabado este artículo) -
la Tesis Doctoral de Pedro Pablo Ortuñez Goicolea y el libro firmado por Rafael Izquierdo- que
me han obligado, dada la innegable contribución que suponen, a rehacer este epígrafe en un
intento de actualizar dicho tema 3. Son dos obras de pretensiones muy diferentes, ya que si en la
primera Ortuñez presenta un análisis de la evolución del problema elaborado, fundamentalmente,
desde las interioridades de las grandes compañías, aunque la documentación utilizada acaba
determinando un mayor peso de MZA en toda su estructura (que el autor deberá corregir en una
inexcusable publicación); en la segunda Rafael Izquierdo alberga como pretensión principal
reivindicar la aportación de Cambó al problema. La Tesis de Ortuñez está llamada a convertirse
en un punto de referencia fundamental e inexcusable para comprender en toda su dimensión el
«problema ferroviario» ya que analiza con altísima solvencia todos y cada uno de los elementos
que lo provocaron, así como sus consecuencias. Aunque sus interpretaciones son en muchos
aspectos divergentes con las mías, no puedo negar, después de haber estudiado con detenimiento
su trabajo, ni que me ha permitido adquirir una comprensión del tema mucho más sólida que la

                                                                
1 Pare este tema véanse Miguel MUÑOZ RUBIO, Renfe (1941-1991): Medio siglo de ferrocarril público, Madrid,
Luna, 1995;  y más recientemente Francisco COMÍN COMÍN, Pablo MARTÍN ACEÑA, Miguel MUÑOZ RUBIO
y Javier VIDAL OLIVARES, 150 Años de historia de los ferrocarriles españoles, Madrid, Anaya y FFE, 1998.
Quiero agradecer la lectura que han hecho de este artículo Javier Vidal Olivares y Pedro Pablo Ortuñez Goicolea,
cuyas aportaciones han sido incorporadas debidamente.
2 La mejor visión de conjunto sobre la actuación del Estado entre 1848 y 1941 sigue siendo Miguel ARTOLA, “La
acción del Estado”, T. I, pp. 341-453, en Miguel ARTOLA (Director), Los ferrocarriles en España, 1844-1943,
Madrid, Banco de España, 1977.
3 Pedro Pablo ORTUÑEZ GOICOLEA, El Proceso de nacionalización de los ferrocarriles en España. Historia de
las Grandes Compañías Ferroviarias, 1913-1943, Universidad de Valladolid, Facultad de Ciencias Económicas y
Empresariales; y Rafael IZQUIERDO, Cambó y su visión política ferroviaria (El inicio de un cambio), (en prensa).
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que tenía hasta ahora, ni que me ha hecho confirmar las interpretaciones que ya había he
expuesto con anterioridad, aunque, desde luego, tenga que matizar algunas de ellas. Por otro
lado, el trabajo de Izquierdo tiene una dimensión más concreta, haciendo evidente la
contribución que significó el trabajo ferroviario de Cambó, tanto como investigador como
ministro. El autor hace suyas las explicaciones que Cambó dio al «problema ferroviario», y,
aunque no comparto sus conclusiones, sí le debo reconocer la virtud de haberme provocado una
reflexión que me ha hecho ver que, si bien no se le puede negar al político catalán su indiscutible
aportación, ésta ha influido excesivamente en los análisis posteriores, resultando necesario
distanciarse de ella para adquirir una compresión más elevada del asunto.

El sistema de concesiones se vio sacudido intempestivamente en 1916 por una crisis -reconocida
como «problema ferroviario»-, que acabaría resultando irreversible puesto que su principal
característica residió en que el Estado sustituyó progresivamente a las empresas privadas en las
funciones que le había atribuido hasta que se llegó como solución a la nacionalización de 1941.
Gracias al minucioso estudio de Ortuñez podemos colegir que la crisis estalló cuando, durante
los años de la Primera Guerra Mundial, la conjunción de diferentes circunstancias colapsó el
ferrocarril, como fueron el súbito y radical incremento de la demanda, la aparición de grandes
dificultades en el suministro de materias primas (carbón y carriles) y para mantener los flujos
tecnológicos con el extranjero, cambios en los flujos de las mercancías en MZA y la insuficiencia
de locomotoras y de vagones, así como una utilización deficiente de los disponibles4. Una vez
recuperada la normalidad con cierta rapidez, se mantuvo un notable incremento de la producción
ferroviaria que comportó, como es lógico, un aumento de los costes de explotación que no pudo
ser compensado con los ingresos habida cuenta que no se elevaron las tarifas en tanto la inflación
absorbía los ingresos aportados por la mayor producción. Si es cierto que las compañías no
habían disfrutado nunca de una boyante salud económica y financiera, no lo es menos que las
dos crisis más graves que sufrieron resultaban muy lejanas y que los años anteriores a la crisis de
1916 habían sido, precisamente, los mejores de su historia. Aunque habían sido, por tanto,
empresas con rendimientos modestos, tampoco habían conocido nunca una situación tan
negativa de sus resultados de explotación que redujo sus márgenes de rentabilidad a su mínimo
histórico.

Qué unas empresas de la importancia de las ferroviarias sean puestas en el brete presenta una
cierta complejidad de análisis, pero esta dificultad se incrementa enormemente cuando se
produce, precisamente, en medio de un cambio de sus propietarios, lo cual complica, además, el
siempre fundamental conocimiento de las estrategias empresariales para adquirir una
comprensión más sólida de la historia económica. En el caso de las compañías ferroviarias, como
nos ha hecho ver Vidal Olivares5, no ha sido tenida esta circunstancia suficientemente en cuenta
por la historiografía, resultando, además, crucial para valorar en toda su dimensión el significado,
la evolución y las consecuencias del «problema ferroviario». Bien es conocido que las grandes
compañías ferroviarias fueron creadas por capitalistas foráneos, aunque el análisis de su
estrategia empresarial se ha efectuado, prácticamente, al margen de este hecho, dándose por
supuesto que ésta se desarrolló en respuesta única a los intereses específicos de las compañías6.

                                                                
4 Todas ellas estudiadas brillantemente por Ortuñez, aunque resulta aconsejable, si es posible, elevarlo en el caso de
Norte y completarlo con el estudio de otras compañías, sobre todo, Andaluces.
5  Javier VIDAL OLIVARES, La formación de los directivos en la gran empresa: el caso de la Compañía de los
Ferrocarriles del Norte de España, 1858-1936, Madrid, Fundación Empresa Pública, Programa de Historia
Económica, Documento de Trabajo nº 9702, 1997.
6 Una notable excepción la constituye el trabajo de López-Morell, quien con un avance de su tesis doctoral, dedicada
a estudiar el papel de la casa Rothschild en el crecimiento económico español, nos ha permitido comprobar como la
creación y gestión de MZA debe ponerse en relación con los intereses económicos genéricos de la casa matriz.
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No es este el lugar para detenerse en este aspecto, residiendo nuestro interés en señalar como fue,
precisamente, durante estos años cuando varió la propiedad de las principales empresas
ferroviarias al ser sustituidos los grandes accionistas extranjeros por accionistas españoles.
Mientras parece claro para Vidal7 que en el caso de Norte este proceso, iniciado años antes y que
debemos contextualizar en “un proceso más amplio de entrada del capital financiero en la mayor
parte de los sectores de la economía”8,  significó que dicha compañía pasó a ser propiedad de los
bancos, Ortuñez9 entiende en el caso de MZA que las grandes entidades financieras nacionales
no fueron más allá de hacerse con el control de los paquetes mayoritarios de acciones ya que no
se ha podido demostrar que fuesen propietarias de éstas, no resultando posible, por tanto,
atribuirles otro papel que el de representantes de los nuevos propietarios, a quienes, en cualquier
caso, seguimos desconociendo. No cabe duda que este proceso permitió a estas entidades
financieras alcanzar una gran influencia dentro de las grandes compañías que antes no tenían,
comenzando así a formar parte de sus consejos de administración. La dimensión de dicha
influencia queda muy matizada por el mismo Ortuñez cuando sostiene, por un lado, que el
capital social de las compañías debía estar repartido entre numerosos accionistas, cuestión
pendiente de demostrar, aunque ello puede interpretarse en el sentido contrario ya que los
grandes bancos pudieron incrementar aún más su capacidad de influencia ya que dicha
atomización de la propiedad les permitía una mayor capacidad de acción. Por otro lado, Ortuñez
sostiene -con una alta coherencia a lo largo de su trabajo- que las compañías estaban controladas
por sus gestores, lo que le lleva a plantear, además, coincidiendo con López-Morell10 en ello, que
en MZA los Rothschild no perdieron nunca el control de la misma. Para Vidal -cuya posición
suscribo- no está tan claro que fuesen los dominadores de la gestión de las empresas ya que “la
gestión y toma de decisiones más cotidianas fueron llevadas a cabo por el personal ejecutivo
asalariado, que dependía de un Director general el cual, a su vez, era responsable de la
transmisión y ejecución de las órdenes emanadas del CA pero que, normalmente,  gozaba de
plena autonomía para llevar a cabo la administración general de la empresa”11.

Asumiendo, pues, que únicamente conocemos los aspectos más visibles de este fenómeno y que
sólo un estudio monográfico, que saque a la luz a los nuevos propietarios de las compañías en el
caso de MZA y que profundice en el caso de Norte, podrá explicar en toda su dimensión cuál fue
el papel desempeñado por las principales entidades financieras nacionales en todo este proceso.
Sí parece claro, si atendemos al marco temporal en que se produjo, que el capital financiero
español había tomado la decisión de entrar en el negocio ferroviario antes de que se produjese la
crisis del 16; y, lo que resulta más decisivo, no parece descabellado deducir, si tenemos en cuenta
que los resultados económicos de las compañías se  habían caracterizado por su modesto nivel12,
que esta decisión debió estar motivada más que por los beneficios que el negocio ferroviario

                                                                                                                                                                                                          
Miguel A. LÓPEZ-MORELL, “El Papel de los Rothschild en la Construcción de los Ferrocarriles en España (1855-
1874)”, Alicante, Congreso Internacional 150 Años de Historia Ferroviaria, 1998.
7 VIDAL OLIVARES, La formación..., pp. 61-78.
8 VIDAL OLIVARES, La formación..., p. 69. Véase, además, Santiago ROLDÁN y José Luis GARCÍA DELGADO
(con la colaboración de Juan MUÑOZ), La formación de la sociedad capitalista en España 1914-1920 , Madrid,
Confederación Española de Cajas de Ahorro, 1973.
9 Véase Pedro Pablo ORTUÑEZ GOICOLEA,“Los accionistas de la compañía M.Z.A., 1913-1940”, San Sebastián,
V Congreso de la Asociación de Historia Económica de España, 1993; y COMÍN COMÍN, MARTÍN ACEÑA,
MUÑOZ RUBIO y VIDAL OLIVARES, 150 Años...., p. 317 y ss.
10 Opinión mantenida por ambos en las obras citadas con anterioridad.
11 Javier VIDAL OLIVARES, “Las compañías ferroviarias y la difusión de las modernas formas de gestión
empresarial en España, 1850-1914”,  p. 288, en Francisco COMÍN y Pablo Martín ACEÑA, La Empresa en la
Historia de España , Madrid, Civitas, 1996
12 Pedro TEDDE DE LORCA, “La expansión de las grandes compañías ferroviarias españolas: Norte, MZA y
Andaluces (1865-1930)”, en Francisco COMÍN y Pablo Martín ACEÑA, La Empresa....; y COMÍN COMÍN,
MARTÍN ACEÑA, MUÑOZ RUBIO y VIDAL OLIVARES, 150 Años...., p. 203 y ss.
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pudiera aportarles directamente, por una estrategia global en la que, desde luego, debían cumplir
un papel destacadísimo sus propios intereses industriales, que, cabe recordar, estaban formando
al mismo tiempo, aunque, por supuesto, no renunciaron a aquéllos, máxime cuando en los años
previos las dos grandes compañías repartieron sus mejores dividendos desde los años 1880.

A pesar de la importancia que terminaría cobrando esta crisis, puesto que las cosas ya nunca
serían iguales, la historiografía no ha mostrado demasiada decisión a la hora de analizar las
causas que la provocaron, tendiendo, en general, a coincidir en que, sin negar la influencia de
una serie de circunstancias coyunturales a las que difícilmente podían hacer frente las compañías
por su carácter excepcional, fueron cuestiones estructurales las que impidieron que la explotación
ferroviaria recuperase los esquemas anteriores. Discutir las diferentes interpretaciones de la crisis
desborda con mucho las posibilidades de este artículo, pero sí cabe señalar, cuanto menos, que
todas ellas terminan coincidiendo en que la explotación ferroviaria dejó de tener viabilidad como
negocio, resultando obligado que el Estado se hiciese cargo del servicio. Para Artola 13 el origen
de la crisis se situaba en una insuficiente renovación de los equipos e instalaciones, que impidió
que las compañías asumieran un incremento de la demanda, derivada del crecimiento general
que experimentó la economía española durante los primeros años del siglo XX. Este hecho
estructural explotó cuando la coyuntura de la Primera Guerra Mundial negó a las compañías la
posibilidad de incrementar la productividad para absorber los mayores costos de la producción.
Ortuñez, que coincide con Artola en ello, considera que la crisis hizo saltar los supuestos en que
se basaba el sistema ferroviario, es decir, “bajos costes de explotación que permitían coeficientes
de explotación favorables y una demanda de transporte a la altura de la falta de dinamismo del
resto de los sectores productivos del país en estas fechas, lo cual explicaría las bajas
recaudaciones por el desempeño de su actividad”14. Estas explicaciones se sustentan en entender
que las grandes compañías concesionarias presentaron siempre una alta debilidad financiera -
debido a que en la etapa de construcción fueron mal calculados los costes y ello obligó a MZA y
Norte a emitir sucesivas series de obligaciones que completasen las subvenciones públicas que
recibían para tal fin; y a que en la etapa de concentración se produjo un mismo fenómeno de
endeudamiento, pero  motivado, en este caso, para hacer frente a la política de adquisición de
pequeñas compañías- que, junto a unos tráficos más débiles de lo previsto, les impidió mantener
un correcto estado de explotación de las instalaciones y equipos, necesitados de grandes
inversiones debido a sus características. Todo ello no provocó alteraciones significativas a lo
largo del siglo XIX, ya que siempre prevaleció el exceso de oferta, pero en cuanto la economía
española presentó un mayor dinamismo a partir de principios del siglo XX el ferrocarril comenzó
a no tener capacidad para asumir la nueva demanda. Creo que es imprescindible revisar estos
planteamientos, en los que se entrevé demasiada influencia del diagnóstico que hizo Cambó de la
crisis, sintiéndome más cerca de afirmar que las compañías ferroviarias invirtieron lo necesario,
cuanto menos, para absorber la demanda de transporte que se generó entre 1900 y 191415. En
cualquier caso, para explicar el desarrollo del «problema ferroviario» resulta más relevante
conocer cómo evolucionaron las estrategias de las empresas y del Estado, lo cual exige que
diferenciemos con claridad una serie de aspectos cuyo solapamiento ha perjudicado su
comprensión. En efecto, tan trascendente es cuándo dejó de tener viabilidad la explotación del
ferrocarril como negocio privado como cuándo las compañías y el Estado adquirieron conciencia
de ello y cuándo decidieron romper el pacto del 55, y, como derivación de esto último, cómo se
acabó con el sistema concesional y cuándo se puso en marcha el sistema público de explotación.

                                                                
13 ARTOLA, “La acción..., T. I, p. 409 y ss.
14 ORTUÑEZ GOICOLEA,  El Proceso..., p. 68.
15 Tal vez por su reciente y notable contribución se debe referir tan sólo el excelente trabajo de Antonio Cubel y Jordi
Palafox, El «Stock» de capital ferroviario en España y sus provincias: 1845-1997, Madrid, Fundación BBV, 1999,
para apoyar dicho planteamiento.
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Si es cierto, como plantean Artola y Ortuñez, que la crisis del 16 rompió las bases del sistema
ferroviario e hizo, en consecuencia, que éste dejase de ser viable como negocio privado, ello no
tuvo correlato con la práctica de sus propietarios y del Estado, que afrontaron la crisis intentando
recuperar los mismos esquemas que se habían mantenido desde sus orígenes. Las compañías se
limitaron a reclamar un aumento de las tarifas, en tanto por parte del Estado tan sólo cabe
reconocer la puesta en marcha de dos iniciativas legislativas, que no llegaron a tener
consecuencias destacables sobre la evolución que estamos describiendo, como fueron la
promulgación, respectivamente, en 1914 y en 1916 de dos leyes de subsistencias que, con el
objeto de reducir el coste de los principales artículos de consumo, aminoraron las tarifas y
permitieron, desde entonces, al propio Ejecutivo variarlas sin consentimiento parlamentario.
Creo que estamos en condiciones de poder confirmar -aún más después de la aportación del
propio Ortuñez- que los problemas de 1916, fuesen coyunturales o estructurales, no fueron
suficientes en todo caso para provocar el punto de inflexión histórico que significó el «problema
ferroviario» ya que en 1917, cuando ya se superó lo peor de la crisis, todavía no estaban dados
los elementos necesarios para que se produjese una alteración sustantiva del régimen
concesional, que sólo llegaría cuando la convergencia de diferentes factores hiciesen renunciar
tanto las compañías como el Estado a continuar con el pacto de 1855, es decir, cuando ya ningún
de los dos protagonista estuviesen interesado en mantenerlo. Como se planteará a continuación,
el desarrollo del «problema ferroviario», aparentemente estructurado en torno a un conflicto
entre las compañías ferroviarias y el Estado, no dejaría de constituir un problema común para
ambos cuyas soluciones siempre atendieron a un marco más amplio y complejo que el
proporcionado por el negocio ferroviario y siendo motivadas sus diferencias, jamás estratégicas,
por interpretaciones distintas en cuestiones menores.

Son estas consideraciones las que hacen posible comprender la importancia de la Asamblea
Nacional de Ferrocarriles de 1918, donde se atacó por primera vez con gran virulencia el sistema
de concesiones, considerándole como el causante de todos los males, y se reclamaron variaciones
sustanciales de sus bases que, con más o menos matices, fueron llevadas a la práctica durante los
años siguientes. En esta coyuntura la principal aportación de la Asamblea residió en transformar
la opción de la nacionalización de los ferrocarriles de una opinión pública en una estrategia
concreta y coherente, apoyada, además, por numerosos y destacados sectores económicos como
ponen de manifiesto la nómina de asistentes y sus conclusiones16.

Las compañías, que buscaron en la subida de las tarifas la solución fundamental a la crisis,
obtuvieron una respuesta positiva gracias al Real Decreto de 26 de diciembre de 1918 que, si
bien permitió un incremento general del 15 por 100, resultó fundamental en el giro que tomaría
la crisis ya que obligaba a aquéllas a contabilizar de manera independiente los ingresos
provenientes de dicho aumento con el objeto de no computarlos como productos líquidos en un
futuro rescate. Parece muy probable que esta precaución fuese debida el rechazo frontal que la
opinión pública tenía contra el incremento del precio del transporte ferroviario, pero con ello el
Estado ponía en práctica por primera vez una medida legislativa con la que convertía sus
aportaciones en un patrimonio ferroviario de carácter público lo que le obligaba, además, a
intensificar el control de la explotación ferroviaria. Aunque las compañías aceptaron a

                                                                
16 Véase MUÑOZ RUBIO, Renfe..., pp. 15-40; y COMÍN COMÍN, MARTÍN ACEÑA, MUÑOZ RUBIO y VIDAL
OLIVARES, 150 Años...., pp. 283-287.  Por lo demás, no era esta la primera vez que llegaba al ferrocarril la
dialéctica del nacionalismo económico puesto que ya se habían aplicado en el sistema una serie de normas que,
independientemente de su influencia real, sí imponían estos criterios como fueron la obligación desde 1907 de que
las empresas consumiesen preferentemente productos nacionales y la Ley de Líneas Estratégicas de ese mismo  año
que obligaba a domiciliar en España a las empresas que se creasen para construir o explotar las nuevas líneas.
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regañadientes este decreto, tanto porque aspiraban una subida mayor de la aprobada como
porque no les hacía ninguna gracia ni que se diese lugar de existencia a un patrimonio ferroviario
público ni que se intensificara la intervención del Estado en su actividad, lo aceptaron ya que
sabían que les permitiría recuperar los índices de rentabilidad, razón por la cual no variaron su
concepción del negocio, aun cuando el decreto sí les provocase las primeras dudas, y, en
consecuencia, siguieron manteniendo una estrategia de gestión diseñada en función de una
actividad industrial que les reportaba unos beneficios exiguos pero positivos y -lo que resultaba
clave- les garantizaba sin dudas todo el capital social de sus inversores. Pero sin solución de
continuidad, el de 3 de abril de 1919 se aprobaba la implantación (a partir del mes de octubre) de
la jornada de 8 horas, abriéndose con ello otro factor que, sin tener una relación directa con la
situación de los ferrocarriles, acabaría adquiriendo un peso específico nada desdeñable en toda
esta evolución. Poco después, llegaba el 23 de marzo de 1920, jornada en la que los trabajadores
ferroviarios habían convocado una huelga, ante lo que el Gobierno reaccionó de manera súbita,
asumiendo directamente las demandas salariales sin recurrir al incremento de las tarifas, solución
reclamada por las compañías, pero imponiendo como alternativa la fórmula de anticipos
reintegrables17, reforzándose así el peso de este indefinido pero cada vez más real patrimonio
ferroviario público. En definitiva, el Gobierno reaccionó con pavor ante el movimiento obrero,
no dejando desde entonces los posteriores gobiernos de practicar el mismo tipo de estrategia.
Finalmente, el 15 de octubre de 1920 se promulgaba un real decreto que concedía a las
compañías nuevos anticipos reintegrables, ahora para la adquisición de material rodante, medida
que era, además, una clara expresión del nacionalismo económico puesto que favorecía directa y
exclusivamente a la industria nacional ya que, como demuestra Ortuñez18, las casas
adjudicatarias fueron todas españolas, con la excepción de algunas extranjeras –concentradas en
el segmento de locomotoras de vapor- cuyo encargo procedía de antes de la entrada en vigor del
propio decreto, amén de que no había industria nacional capaz de sustituirlas. También cabe
indicar que la progresiva pérdida de presencia del carbón nacional en el consumo ferroviario,
que alcanzó en 1921 su punto culminante, fue resuelta cediendo a la presión que llevaron a cabo
los propietarios del sector, es decir, obligando a las compañías ferroviarias a consumir carbón
nacional, excepto por razones insalvables de tipo técnico, en un cupo de consumo del 85 por
100.

El bienio 1919-1920 emerge, por consiguiente, como trascendental en la evolución de «problema
ferroviario» ya que, por un lado, se produjo un cambio en el papel desempeñado por el Estado,
que si antes se había guiado por el principio de circunscribir su intervención a lo pactado en
1855, desde ahora había pasado a convertir sus aportaciones en patrimonio y a desarrollar nuevas
medidas intervencionistas que, aún lejos de responder en su intención al deseo de sustituir a las
concesionarias privadas en la explotación del ferrocarril, le estaban convirtiendo por la vía de los
hechos en “socio” de ellas. No conocemos realmente cómo afectó esta alteración de las reglas del
juego a los intereses últimos de los propietarios ferroviarios, siendo tan sólo posible constatar
que las compañías mantuvieron su criterio de reclamar un aumento de las tarifas como solución
última de todos los problemas y que aceptaron con muchas reticencias que las aportaciones
públicas, que en ningún momento parecieron trascender a su naturaleza de provisionalidad, se
convirtiesen en un patrimonio. No obstante, esto podría resultar no demasiado relevante si el
pendiente análisis de la propiedad de las compañías revelase, como a mi juicio todo apunta, que
los intereses de sus nuevos propietarios, las grandes entidades financieras, no se reducían a la

                                                                
17 Mediante la Real Orden de 23 de marzo con carácter provisional y la Real Orden del 29 de abril con carácter
indefinido.
18 ORTUÑEZ GOICOLEA, El Proceso..., pp. 126-136. Aunque Ortuñez demuestra esta circunstancia,
paradójicamente descarta cualquier relación directa entre el nacionalismo económico y la crisis ferroviaria.



7

perspectiva de las propias compañías ferroviarias, sino que dependían de una estructura mucho
más compleja, explicándose así que no modificaran su estrategia empresarial.

Por otro lado, se llevaron a cabo diferentes intentos frustrados de reforma del sistema de
concesiones. El primero de ello, promovido por Cambó, adquirió una gran influencia en todo el
desarrollo de la crisis ya que la opinión de su promotor de que la crisis respondía a circunstancias
estructurales y, en consecuencia, su única solución pasaba por reformar el sistema concesional,
acabaron imponiéndose, máxime cuando la evolución de los hechos parecía darle la razón. Ahora
bien, este primer proyecto de reforma, tomando con argumento central que la explotación
ferroviaria ya no se podía mantener sin unas ayudas permanentes del Estado, aspiraba a
reconstruir las relaciones entre las concesionarias y el Estado con el objetivo básico de asegurar a
las compañías un beneficio seguro en su actividad empresarial, en tanto se definían con claridad
los intereses públicos, circunstancia que le llevaba a reactualizar los mecanismos de reversión
anticipada, que se caracterizarán, en todo caso, por un claro respeto por la propiedad del capital
social de las compañías. A pesar del gran esfuerzo que hizo Cambó, no fue capaz de obtener
soluciones para lograr todos esos objetivos con los recursos escasos que podía aportar la
Hacienda pública, aunque ello no le privó del apoyo de las compañías, que acogieron su proyecto
con agrado habida cuenta que satisfacía la globalidad de sus intereses. Un espíritu muy distinto
presentó el proyecto de La Cierva, que, dentro del mismo principio de recuperar la viabilidad del
negocio, era mucho menos favorecedor a los intereses de las compañías. Eran estos proyectos,
por tanto, intentos de mantener a las concesionarias como explotadoras en unas condiciones que,
si bien les supondría perder buena parte de su autonomía frente a un “socio” emergente,
pretendían garantizarles beneficios seguros.

Analizado desde la perspectiva de las compañías, cabe concluir que entendiendo el colapso de
1916 como una coyuntura superada con relativa normalidad y lo ocurrido durante los años
siguientes como una crisis económico-financiera que podía resolverse sin tener que alterar
sustancialmente la naturaleza del negocio (aunque analizado desde hoy resultase ya una
evidencia de que éste no tenía futuro), resulta comprensible que éstas llegasen al albor del
Estatuto Ferroviario convencidas de que, aun no siendo posible recuperar el sistema concesional
tal como había sido diseñado en 1855 tanto porque las aportaciones públicas habían adquirido
una gran entidad como porque la intervención pública era inevitable (aunque subsistiesen dudas
sobre cual sería el sistema erigido para ello), podían mantener, independientemente de cómo
fuese el nuevo entramado jurídico, un negocio que les habría de continuar reportando beneficios,
aunque fuesen reducidos, y conseguir que el método elegido de rescate continuara garantizando
su capital social. Pues bien, si comenzaron la redacción del Estatuto con estas convicciones,
salieron de él con una idea opuesta respecto a la primera y con muchas dudas respecto a la
segunda. La reacción de MZA frente al texto aprobado finalmente demuestra con claridad el giro
que éste representó para las compañías ya que tanto los administradores de París como los
gestores de Madrid19 entendieron que el Estatuto cortaba de raíz cualquier posibilidad de
continuar con tipo de negocio como el que habían disfrutado desde 1855, mientras los primeros
pensaban que, además, se ponía en peligro el propio capital social, en tanto los cálculos de
Maristany de una posible reversión les parecían irrefutables para salvaguardar los intereses de
sus accionistas20. Ortuñez no ilustra con el mismo lujo de detalles la reacción interna de Norte,
debido al silencio documental, pero sí se puede afirmar que mantuvo el mismo criterio que
MZA. Así podemos concluir que durante la redacción del Estatuto fue la última vez que las
compañías lucharon por mantener el tipo de negocio que habían disfrutado y defendido desde
1855, no albergando, desde entonces otro interés que la defensa de su capital social y aceptando
                                                                
19 Ibídem, pp. 213-218.
20 Ibídem, pp. 213-218.
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participar en el nuevo régimen porque aquél quedaba salvaguardado por unas inversiones
públicas que mantenían los resultados de explotación, siendo esto una condición básica para que
la aplicación de los mecanismos de rescate desarrollado en el Estatuto diesen un resultado
evaluador positivo puesto que su cálculo dependía de los obtenidos en los últimos cinco años.
Precisamente es a partir de este momento cuando se puede apreciar como este cambio se
corresponde, como ya se planteó, con una nueva estrategia empresarial21que, frente a la que
habían mantenido los propietarios históricos, sustituye la práctica de invertir en el primer
establecimiento mediante fondos de reserva y productos de la explotación, con lo cual los
dividendos repartidos a los accionistas resultaban menores, por incrementar el pasivo,
resultándoles indiferentes si era con obligaciones o con aportaciones públicas ya que, en ambos
casos, se hacía al Estado responsable último de sus deudas, obteniendo así el capital social
mayores retribuciones. Aunque el estado de conocimiento no permite ir más allá de la hipótesis,
se debe enfatizar que este nuevo tipo de estrategia, caracterizada por la búsqueda de un rápido y
mayor beneficio, resultó compatible y, a la vez, una condición necesaria para estimular al sector
siderúrgico y al sector de fabricación de material rodante, controlados igualmente el capital
financiero, lo que habla ya por sí mismo de la clara influencia que éstos tenían en los
mecanismos de poder.

Una vez aclarada la postura de las compañías, cabe preguntarse por qué el Estado no nacionalizó
el sistema. Todos los historiadores que han tratado de responder a este interrogante han
coincidido en que los problemas hacendísticos fueron determinantes. Pero esto, más que
expresión de una falta concreta de recursos, hay que ponerlo en relación con la complejidad del
tema, es decir, con una política gubernamental que pretendía conseguir mediante la resolución
del «problema ferroviario» diferentes objetivos: mantener un servicio como el ferroviario, que
era el sistema circulatorio de la economía española y que no tenía alternativa a medio plazo;
obligado por la necesidad de proteger sus crecientes aportaciones, el Estado se replanteó el
procedimiento para rescatar las concesiones sin dudar nunca que debía hacerlo respetando el
valor del capital social; la consecución del objetivo anterior se fue haciendo más compleja según
las inversiones públicas fueron mayores ya que dos de las principales deficiencias del sistema
concesional –la gran atomización de las concesiones en manos de las compañías y la indefinición
jurídica de las inversiones sobre las instalaciones y equipos en caso de reversión anticipada-
dificultaban el desarrollo de un nuevo sistema de cálculo, lo cual, además, terminó exigiendo
mayor tiempo político que el ofrecido por la alta inestabilidad del momento; invertir de manera
rápida para modernizar los principales factores productivos, lo que contribuyó a hacer más
complejo el tema anterior; garantizar que dichas inversiones se destinarían de manera exclusiva a
las industrias nacionales; garantizar que la demanda ferroviaria de carbón se ofreciera al sector
carbonífero nacional; satisfacer las demandas de un movimiento obrero al que temían
poderosamente; hacer frente a una opinión pública que, en gran medida, atribuía a una mala
gestión del ferrocarril la incapacidad del gobierno de turno para dirigir el país, lo que dificultaba
cualquier incremento de las tarifas; y la falta de experiencia en la configuración de empresas
públicas o la relativa oposición doctrinal a ellas no hacía fácil definir con la rapidez necesaria el
nuevo sistema público encargado de explotar el ferrocarril.

El Estado sólo se enfrentó completamente con la complejidad que encerraba el «problema
ferroviario», precisamente, durante la elaboración del Estatuto, y, asumiendo que el sistema
concesional ya no tenía capacidad para devolver el negocio ferroviario a su normalidad, renunció
al pacto del 55 y pretendió, con una fe no justificada por la realidad, solucionar la crisis de
manera total. Es decir, aspiró a conseguir todos los objetivos señalados en el párrafo previo con
un nuevo entramado jurídico que nunca pudo acabar ya que la realidad le impidió actuar en
                                                                
21 Ibídem, p. 220 y ss.
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coherencia con esta renuncia, lo que le hubiera llevado directamente a la nacionalización,
viéndose obligado a desarrollar una política que le permitiese atacar uno a uno los aspectos
señalados mientras ganaba tiempo para enfrentarse con el siguiente. Ahora bien, estas dudas y
contradicciones no restan claridad a la aplicación del Estatuto ya que si bien hizo inviable a largo
plazo otra solución que no fuese la nacionalización al dar naturaleza jurídica a sus inversiones
como capital ferroviario, ello también significó una inequívoca defensa del capital social de los
concesionarios. De hecho, si analizamos la política ferroviaria de la Dictadura de Primo -
ejecutada a través del Estatuto y, en especial, mediante la Caja Ferroviaria-, observamos que los
recursos financieros disponibles se utilizaron preferentemente para modernizar los factores
productivos más valiosos, en especial del material rodante, beneficiando exclusivamente a la
industria nacional al garantizarle un mercado cautivo que le permitió consolidarse22. Este
objetivo se hizo compatible con la defensa del capital social de las compañías ya que con estas
inversiones al conseguir, al mismo tiempo, sostener los resultados de explotación -fortalecidos,
además, gracias a que se mantuvo el incremento de las tarifas de 1918 (lo que dada la inflación
no despertó un rechazo significativo de la opinión pública) y a que se produjo una mejor
producción- se garantizaba que cualquier reversión ofreciese valores indemnizatorios
satisfactorios para los propietarios de las compañías.

En definitiva, la política ferroviaria de la Dictadura fue capaz de resolver en el corto plazo todos
los retos con los que se enfrentó, aunque se hiciera imposible la íntegra aplicación del Estatuto, el
cual difícilmente podía tener viabilidad ya que ni las compañías concesionarias ni el Estado
estaban realmente en disposición de hacerle fructificar, más aún cuando utilizaron los escasos
recursos de manera intensa. La crisis del 29 hizo añicos el complejo equilibrio del sistema ya que
al cortarse las inversiones públicas quedó claro la inviabilidad del negocio ferroviario, pero,
además, se hizo patente el peligro que representaba para los intereses de los accionistas de las
grandes compañías tanto la posibilidad de un inmediato rescate, puesto que el notorio
empeoramiento de los resultados de explotación reducían los beneficios de una posible
evaluación, como la insuficiencia de recursos hacendísticos para nacionalizar unas compañías
que se precipitaban a toda velocidad hacia su quiebra financiera. Si desconocemos la reacción de
los propietarios ante la gravedad de la crisis, sí podemos constatar como desde la perspectiva de
las compañías, sabedores de que no podían sobrevivir sin la permanente ayuda pública,
intensificaron una gestión empresarial destinada a defender su capital social, cuyo valor se iba
reduciendo al mismo ritmo que los ejercicios se iban cerrando con peores resultados de
explotación.

Si la dialéctica de los hechos provocó esta situación cuando Matos suspendió la actividad de la
Caja Ferroviaria, la política de Prieto la llevó a la peor situación posible que podían concebir las
compañías ya que les impidió repartir dividendos con las reservas mientras se proponía redactar
el régimen definitivo, en tanto daba muestras de pretender nacionalizar con un coste cero para el
Estado23. Aunque se demuestra, según Ortuñez, que ello no produjo gran inquietud en las
compañías ya que ni había recursos financieros para adelantar el vencimiento de las concesiones
ni el propio Prieto era partidario de tal medida, sin embargo, sí les significó una gran
preocupación su práctica ministerial ya que puso en duda los derechos de los accionistas con la
promulgación de la Ley de 10 de mayo de 1932 y con la Ley de septiembre de 1932,
permitiendo, además, una subida del 3 por 100 de las tarifas para mejorar las retribuciones de los

                                                                
22  Véase, Francisco CAYÓN  y Miguel MUÑOZ RUBIO, La Industria de Construcción de Material Ferroviario.
Una aproximación Histórica, Madrid, Fundación Empresa Pública, Programa de Historia Económica, Documento
de Trabajo nº 9803, 1998.
23 Es de justicia llamar la atención sobre la importancia que cobra la contribución de Ortuñez en el estudio de la
Segunda República, período que nadie había abordado con tal profundidad.
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trabajadores. Es apreciable que las compañías se sintieron mucho más cómodas con los
posteriores gobiernos radicales-cedistas, a los cuales sólo la compleja situación política y la cada
vez más delicada Hacienda pública impidió resolver el problema de manera global. Si los
proyectos de Guerra del Río y, sobre todo, de Lucía, destacaron por su claro respeto del capital
social de las compañías en el tipo de rescate que proponían, más determinante resultó su acción
política habida cuenta que se concedió una subida de tarifas en mayo de 1934 para cubrir el
déficit de explotación y para amortizar las obligaciones, no pudiendo ser computados dichos
ingresos en futuro rescate, y que se permitió a las compañías, mediante un ley de agosto de ese
mismo año, a emitir bonos de tesorería 24.

La Guerra Civil alteró radicalmente todo este proceso25, añadiendo los graves desperfectos que
ocasionó a los años de descapitalización que significó la primera mitad de esta década,
heredándose un ferrocarril en abril de 1939 que no contaba con capacidad suficiente para
mantener la normalidad de la producción. Todo ello era suficiente para que se produjese la
nacionalización, aunque, como se plantea en el siguiente epígrafe, los motivos que la provocaron
fueron más complejos que los derivados del anterior. Así pues, la acción gubernamental de
Franco no expresó dudas acerca de que se iba a proceder a nacionalizar el ferrocarril26 como
demostró, primero con la promulgación de una ley en mayo de 1939, mediante la que se
sustituían los consejos de administración por unos consejos directivos controlados por el Estado,
y poco después con la propia ley nacionalizadora de 1941. La única respuesta conocida de las
compañías27 se limitaba a defender su capital social intentando mostrarse, además, como la
principal víctima del «problema ferroviario», así como quejándose de no haber sido tenidas en
cuenta por el Nuevo Estado, lo que expresaba una táctica consistente en obviar la posible
confrontación con las compañías a la hora de discutir el posible rescate.

La aplicación del rescate supuso el punto final del llamado «problema ferroviario», que ya
estudié detenidamente hace años28, y que desde la intención de este artículo no tiene especial
relevancia, aunque sí resulta fundamental para concluir que ésta significó una inequívoca defensa
de los intereses de los propietarios de las compañías ya que, después de un largo y complejo
proceso evaluador con en el Estado calculó unas indemnizaciones que demostraban la
incapacidad de las compañías para hacer frente a su pasivo y retribuir su capital social, y al que
las compañías opusieron unos valores alternativos muy superiores, se promulga una ley en 1943
que ofrecía el canje de las acciones y obligaciones por títulos de deuda cuyo valor final quedó
muy próximo del reclamado por las compañías. El silencio documental no permite saber cuáles
fueron las causas que provocaron este radical cambio, pero de lo que no se puede dudar es que
los grandes propietarios de las compañías lograron finalmente que se pusiese punto final al

                                                                
24 La actividad del Frente Popular entre febrero y julio de 1936 -reducida a obligar a las compañías admitir a los
despedidos en huelgas posteriores a enero de 1934, a nombrar un CSF con mayor presencia estatal y a redactar un
nuevo proyecto- no tuvo ninguna consecuencia sobre la evolución de los ferrocarriles.
25 MUÑOZ RUBIO (1995), Renfe..., pp. 63-68 y COMÍN COMÍN, MARTÍN ACEÑA, MUÑOZ RUBIO y VIDAL
OLIVARES, 150 Años...., V. II, p. 1 y ss.  Desgraciadamente la ausencia de nueva documentación no ha permitido
que Ortuñez aportase más sobre este período que lo ya publicado, aunque se aprecia un gran esfuerzo por su parte
para superar esta circunstancia, que, en algunos momentos, le llevan ciertas redundancias que generan ciertas
confusiones.
26 Ortuñez intenta analizar la política ferroviaria de Franco desde la creación en julio de 1937 de una comisión que
tenía como objetivo estudiar el procedimiento necesario para tal hecho hasta la promulgación de la ley de bases en
1941, aunque, debido a la falta de documentación, no consigue superar la discontinuidad existente entre ambos.
27 ORTUÑEZ GOICOLEA, El Proceso..., p. 454.
28 Véase Miguel MUÑOZ RUBIO, El proceso de valoración del rescate de las compañías ferroviarias privadas en
1941, Tesina Doctoral, Universidad Autónoma de Madrid, Facultad Filosofía y Letras, 1992; y Miguel MUÑOZ
RUBIO, Renfe (1941-1982): 40 años de Historia, Tesis Doctoral, Universidad Autónoma de Madrid, Facultad de
Filosofía y Letras, 1993.
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negocio ferroviario tal como habían deseado; es decir, consiguieron tanto exprimir al máximo el
escaso zumo que el negocio podía aportar entre 1917-1941 gracias a las aportaciones públicas,
como recibir un alto  precio por unas cáscaras que no valían prácticamente nada29.

1. La utilización de la empresa pública como forma más extrema de
intervención

Una vez finalizada la Guerra Civil el nuevo régimen no presentó duda alguna sobre que su
objetivo central residía en completar el proceso de industrialización iniciado en el segundo
decenio del siglo. Decisión que no representaba, por tanto, novedad alguna puesto que llegaba
como una continuación natural de las estrategias precedentes, aunque ahora se pretendía no sólo
recuperar el nivel anterior al conflicto, sino llevarlo a su consumación definitiva aunque resultase
obligado acentuar hasta extremos radicales los instrumentos económicos utilizados
anteriormente. Su principal aportación residió en depositar sobre el propio Estado dicha misión,
convirtiendo a las empresas públicas en agentes industriales fundamentales, subordinando todos
los recursos a este fin y eliminando de raíz cualquier tipo de obstáculo. Esta vía autárquica y
autosuficiente introdujo de inmediato tres graves problemas -falta de recursos financieros;
escasez de medios energéticos; e insuficiencia de tecnología-, agravados a su vez por la Segunda
Guerra Mundial, que explican, en buena medida, la historia económica española y, por supuesto,
la propiamente ferroviaria hasta mediados de los años cincuenta.

La política de transporte diseñada resultó una consecuencia necesaria de la estrategia de
crecimiento económico desplegada a partir de 1941 que exigía al ferrocarril que asegurase las
necesidades internas de transporte, controlase el consumo del carbón (principal fuente energética
disponible) y entregase a la industria ferroviaria este mercado dentro de una planificación
totalizadora que jerarquizaba a las respectivas industrias nacionales. Desde un intervencionismo
tan absoluto como contraproducente se lleva a cabo una puesta al día del marco jurídico
ferroviario con el objeto de convertir al ferrocarril en el sistema de transporte preferente para lo
que se concentra en la presidencia del Ejecutivo todas aquellas decisiones fundamentales y cuyos
principales actos fueron: la creación de Renfe como empresa pública para explotar y gestionar el
sistema ferroviario de vía ancha 30; la unificación de los ferrocarriles públicos de vía estrecha en
una federación, lo que, también, implicó la nacionalización de varias compañías31; y la creación
de diferentes organismos públicos que asumirán importantes facultades de la gestión de las
explotadoras y de las propias industrias de material ferroviario. En suma, si bien es cierto que
desde el Estatuto de 1924 el intervencionismo del Estado se había incrementado lo suficiente
para debilitar el modelo de concesiones, es ahora cuando se produce un salto cualitativo ya que

                                                                
29 Ortuñez entiende que el precio del rescate no fue una solución política, sino fruto de la negociación, esgrimiendo
como argumento fundamental que tanto el reducido interés otorgado en el canje como la posterior inflación
convirtieron el valor final de éste en prácticamente nada. Resulta verosímil suponer, dada la coyuntura económica,
que el Gobierno especulase con una  futura inflación, aunque yo me encuentro más cerca de pensar que el Régimen
estaba instalado en una tan absoluta como absurda seguridad de que su política económica era perfecta. Pero si
aceptamos que el Gobierno manejó la inflación para jugar a su favor, tendríamos que aceptar que las compañías  eran
igualmente conocedoras de ello y que aceptaron una ley, promulgada claramente para favorecerlas, sin oponer
resistencia alguna. En su critica de mi interpretación Ortuñez presenta, además, como dos opiniones opuestas la de
Artola  (quien entendía que el precio pagado fue generoso aunque la forma terminase jugando a favor del Estado al
hacerla poco gravosa)  y la mía, cuando en realidad planteamos lo mismo.
30 Renfe se creó mediante la unificación de las líneas de ancho normal explotadas por las compañías privadas, con las
cinco compañías de ancho normal que explotaba EFE (Orden Ministerial de 9-V-1942) y con el ferrocarril de Triano.
31 A EFE, que explotaba 13 líneas con una longitud de 627 kilómetros, se le agrega las líneas Carcagente-Denia y
Tudela-Tarazona (explotadas por Norte), el Ferrocarril de Buitrón-San Juan del Puerto, el Tranvía Matadero-Leganés
y el Ferrocarril Manresa-Berga.
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éste alcanza sus máximas posibilidades al sustituir a las empresas privadas por empresas públicas
en la explotación y gestión del ferrocarril.

   
 La primera medida legislativa que convierte al ferrocarril en modalidad preferente del

transporte interior, la Ley de Bases de Ordenación Ferroviaria y de los Transportes por Carretera,
propone un modelo de mercado contingentado que distribuye las cuotas de transporte en función
del ferrocarril, reduciendo los servicios de transporte por carretera a complementarios y
distribuidores de los anteriores para lo que se atribuye al consejo de administración de Renfe y a
los consejos directivos de las Federaciones de Ferrocarriles de Vía Estrecha con la preferencia
para explotar los servicios por carretera, tanto en viajeros como en mercancías, en aquellas líneas
susceptibles de competencia por ésta. Este modelo quedó ratificado, finalmente, por la Ley de
Ordenación de los Transportes Mecánicos por Carretera de 27 de diciembre de 1947, que remitía
la concesión de transportes públicos por carretera coincidentes con el ferrocarril a razones
excepcionales de interés general. El criterio de coincidencia era tan estricto que, prácticamente,
todos los servicios por carretera con significación quedaban afectados, además, de ser gravadas
con un canon en beneficio de las empresas ferroviarias las posibles concesiones permitidas.

  La organización autárquica del sistema de transporte presentaba una estructura piramidal
cuyo vértice estaba ocupado por la Presidencia del Gobierno (de quien dependen la Delegación
de Ordenación del Transporte y la Comisaría de Material Ferroviario) y los ministerios de Obras
Públicas (de quien depende la Junta Superior de Ferrocarriles y Transporte por Carretera -JSF-),
Hacienda, Ejército, Gobernación, Trabajo, e Industria y Comercio, aunque el grado de
competencias era claramente desigual. La naturaleza de los nuevos organismos comienza
cobrando sentido cuando se observa que la JSF debía garantizar la armonía del mercado de
transporte mediante la eliminación de cualquier tipo de competencia, y que la División
Inspectora absorbía importantes aspectos de la actividad económica y algunos otros que incidían
sobre la explotación ferroviaria. Pero se revela con toda su intencionalidad cuando emergen, por
un lado, la Comisaría como la máxima autoridad en el control de la producción industrial
destinada al ferrocarril; y, por otro, la Delegación como la máxima autoridad en el control del
transporte, en especial, en su vertiente de distribuidor de materias primas. En definitiva, cuando
se comprende que las competencias más transcendentales para la estrategia industrializadora se
enajenan a las explotadoras y se ponen en manos de la Presidencia del Gobierno.

En cuanto a la organización interna de Renfe cabe tan sólo reconocer que se optó por el
mismo sistema que utilizaban las compañías privadas, es decir, por una estructura que convertía,
por un lado, a las cinco grandes divisiones -explotación, material y tracción, vías y obras,
eléctrica y comercial- en el eje central de la producción32, y, por otro, al director general en la
pieza clave de la producción ya que todas estas áreas dependen directa y jerárquicamente de él.
Después de varios años de dudas, se ratifica en 1948 esta estructura productiva, que perdurará sin
variaciones sustantivas hasta la década de los ochenta, con la única novedad de subdividir
geográficamente, finalmente, la red en siete zonas.

La explotación de los ferrocarriles públicos de vía estrecha estuvo encomendada al
Servicio de Explotación de Ferrocarriles del Estado (EFE), creado por el  Real Decreto-Ley de 3-
VII-1926. Se trataba de un organismo dependiente del Ministerio de Obras Públicas que
funcionó, desde su creación hasta 1950, como tal servicio, primero como jefatura, después como
comisión delegada y más tarde regido por un consejo directivo. La organización productiva de
                                                                
32 Complementadas con ocho servicios no relacionados directamente con la explotación (secretaría técnica, asesoría
jurídica, acopios y almacenes, combustibles, contabilidad general, reclamaciones e investigaciones, coordinación de
transportes, general de gastos, economato y personal y asistencia social).
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EFE mantuvo el mismo espíritu que en Renfe, a saber, una organización multidivisional en la
que destacan como divisiones básicas “vías y obras”, “explotación y movimiento”, “tráfico y
material” y “tracción”, y, como diferencia más notable respecto a Renfe, cabe destacar que se
crearon otras divisiones más que se encargaban de los aspectos administrativos y de las
cuestiones laborales.

Así pues, tanto la organización general del sistema como el particular de las explotadoras
provocaron importantes problemas que, en la misma medida que fue fracasando la Autarquía,
fueron convirtiéndose en obstáculos insalvables para el desarrollo ferroviario. Sin duda el más
significativo de todos ellos fue la sustitución del libre desenvolvimiento del mercado por un
férreo intervencionismo que impidió que las explotadoras se adaptasen a un mercado de
transporte que experimentaría muy pronto un cambio revolucionario. Pero tampoco se debe dejar
de considerar la escasa autonomía que poseían Renfe y EFE frente a una compleja red de
organismos con intereses propios, lo que acentuó aún más su lenta adaptación a una nueva
situación, manteniendo sin variaciones un tipo de producción que estaba destinada a garantizar
una demanda de transporte establecida por criterios políticos cada vez más caducos.

Si la organización privó al ferrocarril de capacidad de reacción, las propias bases
económicas autárquicas le negaron, además, el oxígeno necesario para funcionar. En efecto,
desde un punto de vista financiero, caracterizado por una clara escasez de recursos propios, por
la total interrupción de las inversiones extranjeras y por el descenso del ahorro interior, no se
podían presentar peores condiciones para llevar a cabo ya no sólo la recuperación del capital fijo
ferroviario, principal urgencia del momento, sino también para asegurar su capitalización
progresiva. Así, en un primero período, las inversiones33 que recibió Renfe durante estos años
presentaron un saldo negativo de tal manera que, entre 1942 y 1946, las amortizaciones de los
equipos e instalaciones quedaron pendientes de realizarse, es decir, se había producido un
proceso de descapitalización que no se compensó hasta 1947. Sólo cuando se produce una
revisión de la política económica anterior los recursos financieros disponibles adquieren un
mayor nivel y, como consecuencia de ello, el ferrocarril inicia un lento proceso hasta conseguir
la definitiva reconstrucción de sus equipos e instalaciones. En segundo lugar, la política de
aislamiento económico impuesta por la Dictadura llevó a la sociedad española a una escasez
crónica de recursos energéticos durante más de década y media que retrasó más allá de lo normal
la normalización productiva. Desde un punto de vista general, el problema energético se trató de
resolver con un sistema de cupos que asignaba diferentes cuotas de consumo a cada uno de los
sectores productivos según la importancia económica con la que eran valorados por el
Régimen34. Aunque la Comisión Reguladora para la Distribución del Carbón (organismo estatal
encargado de la asignación y distribución del carbón) otorgó a Renfe el rango de consumidor
privilegiado, ello no fue suficiente para garantizar el suministro demandado por las necesidades
totales del tráfico. Cierto es que la cantidad finalmente recibida fue suficiente para asegurar los
niveles críticos del tráfico, aunque provocó significativas restricciones del servicio y convirtió el
mantenimiento de la tracción vapor en una cuestión estratégica que impediría que el cambio
tecnológico hacia otros sistemas llegase con la prontitud necesaria.

Finalmente, cabe reconocer que si la política económica de los años veinte permitió a la
industria nacional controlar el mercado interno sin apenas competencia exterior, lo cual le

                                                                
33 En cuanto al origen del capital, éste procedió hasta 1946 de aportaciones directas del Estado y de la propia
tesorería de la empresa, y a partir de este año de las obligaciones, que terminaron convirtiéndose en la principal
fuente de financiación hasta 1957.
34 Este sistema intervencionista se apoyó en una organización burocrática que en Renfe fue garantizada por la
Delegación del Gobierno para la Ordenación del Transporte.
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permitió alcanzar su mayor grado de desarrollo y, en buena lógica, sus mayores niveles de
producción, siempre dependió de los flujos tecnológicos externos y, por consiguiente, no logró
jamás su plena madurez. De hecho, las factorías más importantes se crearon con el objeto único
de abastecer al ferrocarril nacional, limitando así su actividad a un ferrocarril con una
envergadura tan reducida como el español, es decir, se estaba renunciando a alcanzar un grado de
desarrollo suficientemente sólido para garantizar su futuro al margen de mercados exclusivos
que, además, presentaba inequívocos síntomas de agotamiento. Estas importantes deficiencias no
impedían a este sector en la coyuntura de 1936 hacer frente a las demandas de las redes
ferroviarias si se aseguraba, como premisa, un fuerte proteccionismo que no cortase los flujos
tecnológicos externos35. Pero en todo caso para lo que no estaba preparado en 1939 era para
recuperar el capital fijo ferroviario sin conexiones exteriores, por los menos hasta la finalización
de la guerra mundial, tanto de los sistemas más complejos como de los más sencillos (que apenas
había sido renovados desde 1930), que urgían grandes reparaciones, nuevas construcciones y su
reconversión global en sistemas comunes. Las nuevas autoridades fueron ya antes de la
finalización de la guerra perfectamente conscientes de esta situación, abordándola con una tarea
legislativa que, orientada por el objetivo de proteger la industria nacional, resolvió la
recuperación de los equipos e instalaciones ferroviarias mediante un férreo intervencionismo que
escindió las competencias sobre la gestión de las materias primas y accesorios y sobre la gestión
de los centros fabriles. Se presentaban estas escuetas medidas legislativas como una actuación
conjunta y homogénea que, además, otorgaban al ferrocarril el rango de industria preferente,
siendo el Ministerio de Industria y Comercio el que poseía el control sobre todo el proceso no
sólo por que asumía directamente la gestión de los insumos realmente estratégicos, sino también
porque adquiría una extraordinaria capacidad discrecional.

Si las pretensiones del Régimen en 1941 cuando convirtió al Estado en explotador
universal se centraban en mantener el ferrocarril en óptimos niveles de explotación mediante la
utilización exclusiva de una industria nacional, que quería fortalecer, sus resultados fueron
claramente los opuestos habida cuenta que éste llegó a 1960 totalmente anticuado debido tanto a
la escasa inversión recibida por las fuerzas productivas, que no conocieron modificaciones hasta
ya avanzada la década de los años cincuenta, como a que ésta se utilizó para mantener
tecnologías obsoletas. Además, se tuvo que acudir a las industrias extranjeras para asegurar el
abastecimiento de los equipos e instalaciones, mientras la industria nacional no era capaz en
1960 de garantizar las demandas de las explotadoras si no era recurriendo a la importación de las
tecnologías de vanguardia. Todo ello significó para los ferrocarriles a medio plazo un
estancamiento productivo que, una vez introducidas las tímidas reformas de los años cincuenta y
recuperada la alternativa automovilística, derivó en una caída en picado de sus cuotas de
mercado. Si en 1950 la producción ferroviaria de viajeros absorbía el 59,9 por 100 de la demanda
total, en 1960 había bajado hasta el 30,6 por 10036. La producción de mercancías describió una
trayectoria idéntica debido, por un lado, a la radical transformación del transporte interior
provocada por la irrupción del automóvil; y, por otro lado, a la configuración de una nueva
estructura económica que, al modificar el peso relativo de los diferentes sectores productivos,
debilitó a aquellos que tradicionalmente alimentaban al output  ferroviario y, al desarrollar nuevas
formas productivas, aportó una serie de nuevas mercancías más propicias para ser movilizadas
por la carretera. El resultado de este desigual nivel de crecimiento no podía ser otro que un
diferenciado reparto de la nueva demanda creada, pasando, en consecuencia, la cuota ferroviaria
de mercado del 57,6 por 100 en 1950 al 30,1 en 1960.

                                                                
35 Véase CAYÓN y MUÑOZ RUBIO, La Industria...
36 En los ferrocarriles de vía estrecha explotados por EFE se produjo un fenómeno idéntico ya que la producción de
1959 representaba el 78,3 por 100 de la de 1948.
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Aunque la Ley de Ordenación de 1941 convirtió a EFE en un servicio público encargado
exclusivamente de la explotación de los ferrocarriles de vía estrecha, que comportó un cambio de
ámbito organizativo para algunas compañías, no se acompañó esta decisión con otras medidas
complementarias que la adaptasen a la nueva realidad como ocurrió con Renfe. Así pues, y por
paradójico que pueda resultar, este importante grupo de líneas seguía siendo regulado por las
leyes ferroviarias de los años veinte, las cuales, en modo alguno, podían ser adaptadas a una
estructura pública, fuere cual fuere su entidad, y destinada a la explotación de un sinfín de líneas
no comunicadas entre sí en la mayoría de los casos habida cuenta que su nacimiento y desarrollo
tuvieron como motivo común hacer frente a las demandas de transporte que en sus respectivos
ámbitos regionales no satisfacía la red nacional.

Después de unos años iniciales en los que no se repusieron los equipos e instalaciones
obsoletos (empero, estrategia ya practicada desde 1930), se llega a 1949 en un deficiente estado
general que limitaba, en el mejor de los supuestos, los niveles exigidos de servicio. Para resolver
esta circunstancia se promulga la Ley el 21 de abril de 1949 desde la Jefatura del Estado, que
deroga el Real Decreto-Ley de 12 de julio de 1924 y que comienza reconociendo en su
preámbulo el desfase jurídico existente, para tomar, a continuación, una serie de medidas que
permitiesen a las compañías de vía estrecha hacer frente a las amortizaciones de las fuerzas
productivas. En primer lugar, se concede a las compañías subvenciones destinadas a invertir en
la mejora de los establecimientos o de los servicios, las cuales deberán revertir al Estado con la
propia concesión, exigiéndose, además, a los concesionarios que éstas se realicen según unos
planes previamente presentados y aceptados. Ahora bien, la subvención consistía en prorrogar la
concesión por el tiempo necesario para amortizar la inversión en cuestión, calculada según unos
criterios objetivos, y remitiéndose a razones excepcionales la posible concesión de ayudas en
metálico. Además, si el Estado consideraba necesaria la inversión, y la compañía no la había
solicitado, adquiría facultad para imponer, mediante dos fórmulas establecidas en el artículo 19,
dichas mejoras y si eran rechazadas por el concesionario podía ejecutar su derecho de rescate. En
segundo lugar, la ley ofrecía a las compañías deficitarias, siempre y cuando el servicio tuviera
interés público, un sistema de ayudas para sanear sus finanzas, destacando como aspecto más
singular el reconocimiento de una casuística en cuanto a las razones del déficit y a la actuación
del Estado. En este sentido, si el déficit era provocado por las propias condiciones de explotación
de la compañía se aplicaría directamente la ley; ahora bien, si el déficit estuviese causado por la
competencia de otro medio de transporte, el Gobierno podría indemnizar a la compañía si la
aplicación de otras medidas previas no tuviesen efecto y, siempre y cuando, su sustitución no
resultase posible ya que en el caso contrario se procedería a su cierre. Finalmente, la ley deroga
el sistema de anticipos públicos establecido por el Real Decreto de 1924 y establece una norma
para unificar los plazos de concesión cuando una compañía los tuviese distintos. La mayoría de
las compañías solicitaron las subvenciones para hacer frente a la renovación de sus equipos e
instalaciones y para resolver sus problemas financieros sin que se ejecutasen actuaciones
concretas por parte del Estado hasta 1953. Precisamente, la Ley de 17 de julio de 1953 llegaba
con el objeto de financiar las necesidades de estas compañías, justificando su promulgación por
la ineficacia de la ley de 1949, ya que las peticiones, que califica de aisladas y, por tanto,
imposible de resolver de manera individual, exigían unos recursos muy superiores a los créditos
presupuestados para tal fin. En realidad, esta medida legislativa constituyó un plan unificado de
mejora que, a juicio del Gobierno, debía permitir la reposición de equipos con mayor eficacia y
abaratamiento. Su aplicación, lejos de poseer un espíritu universal, adquiere una naturaleza
selectiva ya que sólo se podrán beneficiar aquellas compañías determinadas por el ministerio,
imponiéndose como requisito que éstas, según estimación del propio el ministerio, tuviesen
posibilidades de lograr resultados económicos suficientes para costear las inversiones en
cuestión. Aunque debían ser las compañías las que financiarían directamente el plan,
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remitiéndose Obras Públicas a desempeñar el papel de aval, sería este último el que otorgaría los
contratos de ejecución de obras, eximiéndose los impuestos de aduanas, usos y consumos y
derechos de retorno en las importaciones que resultasen necesarias. Una cuestión más, la
prórroga de las concesiones, concedida por la ley de 1949, quedaba sujeta a que las compañías
saldasen con el Estado las deudas que contrajesen en virtud de la aplicación de este plan. La
mayor parte de la inversión se dirigía a la renovación del material rodante, especialmente de
nuevas unidades de tracción, mientras la cantidad dedicada a la renovación de la vía, estimada en
torno a un 5 por 100, resultaba claramente residual cuando los datos de los ejercicios posteriores
parecen indicar que el deficiente estado de la infraestructura emerge, en la mayoría de los casos,
como la causa más determinante a la hora de ofrecer un servicio ineficaz, y, por tanto, resultaba
claramente infravalorado en este texto37.

Estas dos medidas legislativas, que fueron anunciadas como un cambio en la historia de los
ferrocarriles de vía estrecha, constituyeron, en realidad, un plan de mejora de las compañías que
presentasen posibilidades de mantener su explotación con resultados económicos positivos a
corto plazo. Las propias compañías debían costear unas inversiones decididas por el Estado, que
también elegiría los suministradores de los nuevos equipos e instalaciones, recibiendo como
ayuda, a través de un complejo sistema poderosamente regulado, un adelanto financiero. EFE
había llegado a finales de este decenio en una crítica situación financiera que exigía una acción
de choque si se pretendía mantener su actividad en términos razonables. Lo cual resultaba aún
más grave si se tiene en cuenta que la mayoría de las compañías no había dejado de obtener
resultados económicos deficitarios desde los años treinta. Más allá de sus intenciones, el plan que
se quedó bastante lejos de satisfacer las necesidades de unas compañías que venían sufriendo
desde 1941 un constante proceso de deterioro porque, en realidad, el Gobierno apostaba con
estas leyes por mantener sólo a aquellos ferrocarriles solventes, dirigiendo el resto al cierre como
única opción posible.

2. Modernización y crisis entre 1963-1978: la paradoja de la liberalización

 Los graves problemas provocados por la Autarquía hicieron necesario una modificación
estratégica dentro de la misma vía de crecimiento económico, identificada formalmente con el
Plan de Estabilización de 1959. Aunque se mantienen a las empresas públicas como
instrumentos preferentes de intervención, se lleva a cabo, no obstante, una reorganización global
cuyo denominador común consistió en sustituir el drástico intervencionismo público por una
canalización preferentemente de los recursos hacia la iniciativa privada para seguir promoviendo
la industrialización, lo cual supondrá un debilitamiento de las propias empresas públicas mucho
más intenso de lo que pudiera resultar razonable.

La nueva orientación económica permitió resolver definitivamente los principales
problemas anteriormente referidos, emprendiéndose una acción modernizadora que afectó al
conjunto de las fuerzas productivas, aunque ello no fue suficiente, en todo caso, para impedir la
aparición de tres hechos que modificaron la personalidad universal del ferrocarril: una aguda
pérdida de sus cuotas de mercado, que le llevó a ocupar una posición ya claramente marginal; la
consolidación de un déficit crónico que desequilibró la viabilidad económica de las empresas
públicas; y una drástica reducción del empleo. En definitiva, la historia del ferrocarril durante
estos años se explica por la paradoja «cuánto más recursos recibía y cuanto más se modernizaba,
                                                                
37 En medio de estas medidas legislativas se promulgó la Ley de 13 de julio de 1950 con el objeto de reorganizar
EFE, aunque no hizo si no confirmarla como un servicio dependiente del Ministerio de Obras Públicas para la
explotación de los ferrocarriles públicos de vía estrecha, dotándola de personalidad y patrimonio propios y un
régimen de empresa, para lo cual contará con la misma organización, como únicas novedades.
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más se disparaba hacia la marginalidad», es decir, tenía cada vez menos peso económico y
social.

La lectura que efectuó Obras Públicas no dejó lugar a dudas en materia ferroviaria ya que
en un plazo relativamente corto se elabora para Renfe el Plan Decenal de Modernización (PDM)
con el objetivo de adecuar la empresa globalmente a la nueva coyuntura. El documento hacía
depender cualquier acción de la obtención de recursos financieros, que, además de resultar obvio,
reflejaba las condiciones impuestas por el Banco Mundial para su financiación. Precisamente, la
palanca que hizo posible, en buena medida, esta modernización correspondió al informe emitido
por el Banco Mundial como condición necesaria para financiar al PDM. Para dicho informe y
para el PDM38 resultaba obligado no sólo renunciar a construir nuevas líneas sin realizar un
estudio de viabilidad económica que así lo justificase, sino, además, cerrar aquellas cuyos
tráficos no fuesen rentables. Por lo que se refiere a las condiciones de la infraestructura se
proponía como únicas actuaciones dotar con control de tráfico centralizado (CTC) a las líneas
con mayor densidad de tráfico, dedicar el mayor volumen de recursos a la renovación de los
carriles, auténtico punto negro de ésta, y modernizar las estaciones de clasificación para reducir
costes y perfeccionar el servicio. Se criticaba el mantenimiento del vapor como tecnología
dominante de la tracción, aun reconociéndose que la estrechez de los recursos financieros tenían
mucho que ver con su supervivencia, y se recomendaba su sustitución por la tracción diesel,
sistema más económico que la electrificación, descartada por exigir elevadas inversiones en
instalaciones fijas. Y en cuanto al material rodante se proponía sustituir los obsoletos parques de
coches de viajeros y vagones por nuevas unidades39.

El primer cambio se produjo en la esfera de la organización al modificarse el marco de
relaciones entre la empresa ferroviaria y el Estado con el objeto de otorgar a los órganos de
gobierno de Renfe una capacidad en coherencia con la que debía tener una auténtica empresa
industrial40. Una vez disueltos los organismos de intervención económica, se redistribuyen las
antiguas competencias, recayendo sobre el Ejecutivo la elaboración de las políticas ferroviarias,
así como la dirección de los órganos de gobierno de las empresas y las decisiones que afectasen a
su integridad material, en tanto el Ministerio de Obras Públicas se reservaba la mayor parte de las
competencias de la JSF y de la División Inspectora y el Ministerio de Hacienda aquellas que
afectasen a la naturaleza financiera de las compañías. Por su lado, Renfe suma a las
competencias ya gestionadas, las procedentes de la Comisaría de Material Ferroviario y de la
Delegación de la Ordenación del Transporte, es decir, la renovación de los equipos y de las
instalaciones y la gestión íntegra de los transportes de mercancías. Hasta aquí se iban cumpliendo
los objetivos señalados sin problema alguno y parecía que, al menos formalmente, se propiciaban
los medios suficientes para garantizar un mercado de transporte con libertad para la asignación
de los recursos. Pero al mismo tiempo se toman una serie de medidas complementarias que,
junto al mantenimiento de otros criterios, indican bien un paso atrás, bien un avance más
prudente ya que, al crearse La Delegación del Gobierno en Renfe, lejos de eliminar el
intervencionismo no se hace otra cosa que otorgarle otro papel, eso sí, menos intenso que en los
años anteriores.
                                                                
38 De hecho el Plan Decenal de Modernización se inspiró con escasas variaciones en las propuestas del propio
Informe.
39 El Informe también criticaba aspectos fundamentales de la logística, entre los que enfatizaba la existencia de bajas
velocidades y escasa seguridad y el sistema vigente de clasificación entre pequeña y gran velocidad.
40 Sobre la organización de Renfe, el informe del Banco Mundial concluía que era urgente una modificación para
resolver sus tres principales deficiencias: la existencia de una multiplicidad de organismos administrativos dentro de
la propia Renfe que diluían las responsabilidades y paralizaban la autoridad de control; la intervención constante del
Estado en los detalles de la administración del sistema ferroviario; y que Renfe no tuviese atribuciones para tomar
ciertas decisiones esenciales.
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La organización interna de Renfe continúa teniendo en el consejo de administración su
organismo principal, el cual sigue siendo dirigido por su presidente, quien, a partir de 1969, lleva
implícito el cargo de Delegado del Gobierno, lo que acentuará aún más el carácter presidencialis-
ta de la empresa. El presidente se verá complementado con una serie de cargos de nuevo cuño -
vicepresidente, consejeros-delegados y comisiones delegadas-, buscando, junto a los ya clásicos
secretario y director general (complementado por directores adjuntos)-, una dirección más ágil y
eficaz. Todo ello se consolida cuando el Decreto de 23 de julio de 1964 aprobó el Estatuto de
Renfe, otorgándola un notable grado de autonomía para gestionar el servicio público de
transporte y efectuar cuantas actividades comerciales e industriales estuviesen relacionadas con
las funciones que se le encomendasen, mediante la realización o participación en otros negocios,
sociedades o empresas necesarias para la mejor realización de la explotación de ferrocarril.

El PDM concibió como sus dos mecanismos principales de financiación las aportaciones
directas del Estado y el concierto de créditos con casas extranjeras. La financiación fue suficiente
para acometer la modernización, convirtiéndose las aportaciones directas del Estado en la partida
más destacada. Aún así, se recurrió de nuevo al concierto de créditos con el Banco Mundial para
complementar las aportaciones públicas del Estado y asegurar la realización del PDM y del Plan
Renfe 1972-75. El primer crédito se firmó con el Banco Internacional de Reconstrucción y
Fomento en julio de 1964 por un valor de 65 millones de dólares. El incremento de las necesida-
des financieras para continuar con el PDM obligó a concertar un segundo crédito en agosto de
1967 por valor de 50 millones de dólares. Y, finalmente, para la financiación del Plan Renfe se
firmó otro convenio en 1971 por una cantidad de 90 millones de dólares. Desde entonces se
continuó utilizando con absoluta normalidad este mecanismo, hasta el punto que estos costes
representaban en 1980 el 26,6 por 100 de los ingresos totales. La progresiva normalización de los
flujos financieros implicó un salto cualitativo de las inversiones respecto a las décadas anteriores
ya que del capital recibido para este fin, entre 1941 y 1980, el 11,8 por 100 se suministró en los
años sesenta y el 85 por 100 en el decenio de los años setenta.

En definitiva, por primera vez en poco más de veinte años se llevaba a cabo un plan global,
se evaluaban el estado del material rodante y las necesidades futuras según las estimaciones del
tráfico y se emprendía una acción que modificaría la estructura de unas fuerzas productivas que,
en algunos aspectos, se había mantenido invariables desde el propio origen ferroviario. La
electrificación de las líneas, la adecuación de los raíles, la introducción de sistemas
automatizados de bloqueo y comunicaciones, la desaparición de la tracción vapor, la
vertebración de la propia tracción sobre los automotores, la sustitución de los coches convencio-
nales por los automotores y la modificación de los tipos de vagones constituyen los cambios
estructurales más importantes de estos años. Todas estas variaciones convierten este proceso en
algo más que una acción modernizadora porque supuso, en definitiva, la modificación estructural
más profunda y radical que habían conocido desde los propios orígenes ferroviarios.

Por lo que respecta al sector industrial cabe reconocer que los profundos y rápidos cambios
que se produjeron a raíz de la aplicación del PDM convirtieron en inviables sus anteriores
mecanismos de relación con las explotadoras ferroviarias. Para que éste mantuviese su mercado,
que se prevé perderá si no se actualiza la política industrial, se proponen nuevas medidas que, no
obstante, continúan gravitando sobre el control del mercado interno como elemento estratégico:
estructurar el sector mediante una especialización de las empresas a través de la concentración de
cada tipo de actividad en las mejor preparadas; concretar la demanda en un horizonte a largo
plazo para posibilitar, así, la fabricación de grandes series de un material previamente unificado y
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el consiguiente incremento de la productividad; y modificar por parte de la Administración la
financiación de Renfe, elevar la protección arancelaria y apoyar la exportación del sector.

Si hasta estos años el desarrollo económico rodó sobre el ferrocarril, el proceso de
modernización que conoció la sociedad española a partir de los años sesenta aparece
indisolublemente asociado al transporte por carretera. La sustitución de una modalidad por otra,
cuyo origen se remonta a los años cincuenta, se acentuó durante estas décadas hasta situar
rápidamente el mercado ferroviario en niveles marginales y, por consiguiente, el transporte por
carretera en una posición hegemónica. El tráfico ferroviario de pasajeros se vio profundamente
alterado entre 1960 y 1974 debido a que Renfe careció durante estos años de iniciativas con peso
específico para enfrentarse a una competencia con sólidas ventajas comparativas como era el
transporte por carretera. Aunque el considerable incremento de la renta nacional también influyó
de forma decisiva en esta dinámica al convertir el automóvil en un artículo de consumo, en la
misma medida que éste se fue extendiendo fue surgiendo como contrapartida favorable para el
ferrocarril un nuevo tipo de demanda como fue el transporte de cercanías. Aunque el servicio
ferroviario de cercanías emergió como un instrumento imprescindible para atenuar el
desequilibrio estructural creado por el incontrolado proceso de motorización individual, hubo
que esperar algunos años hasta que llegasen las primeras medidas integradoras del transporte, las
cuales acabaron convirtiéndolo en un segmento de mercado estratégico para las grandes
ciudades.

Como en el tráfico de viajeros, la modernización, y, en particular, el desarrollo del sector
automovilístico llevó consigo un espectacular desarrollo del transporte terrestre de mercancías.
También como en el caso anterior se produjo una constante y profunda pérdida de la cuota de
mercado del ferrocarril, que pasó a representar el 10 por 100 en 1978. Como la producción
ferroviaria de Renfe siguió nutriéndose de mercancías procedentes de los sectores primario y
secundario cuando el primero estaba perdiendo globalmente peso dentro de la estructura
económica y los productos procedentes del segundo abrían paso a otros tipos de mercancías, no
debe resultar extraño que su producción perdiese la hegemonía. Efectivamente, según el
crecimiento del PIB era mayor y, sobre todo, según su naturaleza se fue apoyando en una nueva
estructura vertebrada sobre la industria y los servicios, el tráfico ferroviario de mercancías se
alejaba del comportamiento general de la economía, tendiendo de manera irreversible hacia su
marginalidad. El análisis de cada una de las principales mercancías deja claro dos hechos: un
retroceso de gran entidad en el transporte de las mercancías procedentes o vinculadas al sector
primario (cereales, remolacha, abonos y carbón), que no pudo ser compensado con el incremento
de las mercancías procedentes de la siderurgia, del sector de la construcción y del petróleo; y una
incapacidad para captar más demanda en un contexto favorecido, en cualquier caso, por un
destacado e ininterrumpido incremento de la demanda potencial de transporte terrestre. Además,
la nueva estructura económica fue arrojando progresivamente al mercado un nuevo tipo de
demanda, caracterizada por mercancías de menor volumen y peso que las tradicionales, pero de
mayor valor añadido, el cual se incrementaba, precisamente, en la misma medida que se reducían
los tiempos de transporte y se facilitaba la entrega. La evolución de la producción de mercancías
en Renfe hacia la marginalidad se debió, en definitiva, a que no fue capaz de especializarse en un
mercado más complejo y que, además, cambiaba de manera rápida. Recientemente Hernández
Muñiz nos ha planteado, mediante la aplicación de un mecanismo microeconómico, como
hipótesis de trabajo que hay que considerar, junto a la aparición del automóvil, como otro factor
explicativo un cambio de orientación espacial de las empresas que, producto del fuerte desarrollo
urbano que caracterizó a la modernización económica de los años 60 y 70, tuvo como “resultado
final (...) una estructura industrial dominada por un gran número de empresas de reducido
tamaño, cuyas ventas se realizaban de forma preferente en mercados locales y cuyos productos
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se distribuían a muy cortas distancias”, abaratándose así considerablemente los costes de
distribución en dichas distancias y favoreciéndose, en consecuencia, al automóvil frente al
ferrocarril41. Aun siendo este planteamiento una hipótesis de trabajo, que debe desarrollar al
máximo de sus posibilidades, no parece en absoluto descabellado su planteamiento ya que parece
bastante verosímil. En definitiva, en cuanto Hernández Muñiz organice todo el aparato
estadístico que requiere, tarea en absoluto fácil, y contemos con una urgente monografía que
estudie los intercambios regionales podremos comprender con mayor exactitud el porqué de este
profundo y súbito cambio de la estructura del transporte interior.

La segunda consecuencia negativa derivada del proceso modernizador fue la aparición
tardía, pero rotunda, de un déficit crónico que, además, terminaría cuestionando la viabilidad
económica de las empresas públicas42. El comportamiento de los resultados de explotación en
Renfe fue siempre negativo hasta el período 1970-74, años en los que presenta un saldo positivo
precisamente cuanto mayores son el esfuerzo inversor y las pérdidas de cuotas de mercado,
debido a un mejor comportamiento de los ingresos que de los gastos y, en menor medida, a la
aportación de fondos destinados por el PDM para su propia financiación. A partir de 1975 se
produce cambio radical ya que se dispararon todos los capítulos de gastos, en especial los de
personal, que pasaron entre 1970-75 de una tasa media anual de crecimiento del 12,9 al 26,5 por
100, mientras la presión de las tarifas perdió casi 5 puntos anuales en ambas producciones. Así,
los gastos crecen casi 10 puntos anuales más que los ingresos, absorbiendo de manera rotunda la
mejora de los 15 años anteriores como queda recogido por el coeficiente de explotación, que
pasó de 94,5 en 1974 a 140,2 en 1980. A estos malos resultados se les suman, además, los gastos
de amortización y los financieros que aumentan considerablemente entre 1975 y 1980, con lo
cual el déficit final aumenta de poco más 1.600 millones de pesetas constantes en 1974 a 64.400
millones en 1980.

Finalmente, la aplicación del PDM significó la primera gran reducción del empleo debido
a una acción planificadora, en este caso, a las condiciones impuestas por el Banco Mundial para
financiar la modernización de La Red. Si Renfe culminaba el ejercicio de 1962 con 126.467
trabajadores (lo que ya suponía una pérdida de 11.155 puestos de trabajo respecto a 1954), este
sería el punto de partida de un proceso que cubriría los diez ejercicios siguientes con una
progresiva e ininterrumpida reducción de la plantilla. Entre 1962 y 1973 la pérdida media de
puestos de trabaja alcanzó el valor de 4.843 unidades anuales, lo que se convertía en una
reducción absoluta de 53.270 puestos de trabajo; es decir, la plantilla de 1973 representaba el
57,9 por 100 de la correspondiente al ejercicio de 1962.

En el caso de los ferrocarriles de vía estrecha cabe entender que la equívoca tarea
legislativa del período anterior no presentó entidad suficiente para cambiar el signo de las cosas,
tanto para los privados como para los públicos, provocando que la modernización de los años
sesenta supusiese el fin de muchas de estas líneas. El punto de arranque se sitúa en la creación en
julio de 1962 de una comisión interministerial de Hacienda, Trabajo, Obras Públicas e Industria
con el objetivo, en principio, de estudiar cómo resolver un aumento salarial sin poner en peligro
la viabilidad financiera de las compañías. A pesar de este modesto objetivo inicial, el trabajo de
la comisión adquiriría tan entidad que terminará provocando un cambio radical en la historia de

                                                                
41 Manuel HERNÁNDEZ MUÑIZ, Cambio espacial en la economía española y cambio en la demanda de transporte
de mercancías, Alicante, Congreso Internacional 150 Años de Historia Ferroviaria, 1998.
42 Sobre el estado económico de Renfe el Informe del Banco Mundial atribuía el déficit de explotación a la existencia
de tarifas reducidas en beneficio de otras dependencias de la Administración y de un gran número de usuarios en el
caso de viajeros, y de diferentes productos en el caso de mercancías, y, en consecuencia, se recomendaba normalizar
esta situación mediante una clarificación de las cuentas.
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estos ferrocarriles. Pues bien, aunque el Consejo de Ministros aprueba el 7 de diciembre de 1962,
como resultado del rápido trabajo de la comisión, una subida salarial y la unificación de la
reglamentación laboral para estos ferrocarriles, sean privados o públicos, se va más allá puesto
que se dispone, al mismo tiempo, la definitiva abolición de las subvenciones a fondo perdido, la
clasificación de los ferrocarriles entre aquellos capaces de continuar con la explotación privada y
aquellos que deben ser explotados por el Estado y un estudio para decidir que ferrocarriles
explotados por el Estado debían ser levantados. A continuación, se encarga a la misma comisión
la realización de estos estudios, la determinación de los planes de modernización que se
consideren convenientes, la definición de los mecanismos de financiación adecuados, el diseño
de un nuevo marco jurídico y la resolución de los problemas laborales que puedan surgir en esta
etapa transitoria. Finalmente, se aprueba una línea de crédito a las compañías, entendidos como
anticipos reintegrables, en tanto se aprueban los definitivos planes de modernización. La
comisión reanuda su trabajo con la misma diligencia, y en breve tiempo presenta al Consejo de
Ministros sus conclusiones, que son aprobadas el 23 de julio de 1963: se aceptan los planes de
modernización de 13 compañías privadas de las 40 que lo elaboraron43 (otras 15 entendieron
poder continuar con la explotación sin necesitar financiación pública) y de EFE, fijándose un
presupuesto total de 2.550 millones de pesetas como financiación pública máxima; se faculta al
Ministerio de Obras Públicas para establecer los criterios de explotación de estas compañías; se
varía la naturaleza jurídica de las mismas compañías; y se decide un control directo de la
ejecución de los planes de modernización. En cumplimiento de otra de las tareas, se clasifican
como deficitarios 13 ferrocarriles44, a los cuales se les suprime las subvenciones públicas y se les
ofrece la posibilidad de integrarse en EFE sin compromiso de continuar la explotación.
Finalmente, el Consejo de Ministros decide el cierre y levantamiento de las líneas públicas
Onda-Grao de Castellón y Valdepeñas-Puertollano.

El siguiente paso se produce cuando se encarga a la Secretaría General del Consejo
Superior de Transportes Terrestres un estudio económico de las líneas explotadas por FEVE,
cuyo objetivo inicial se centraba en elaborar un plan de levantamientos, que, posteriormente, fue
modificado en el sentido de considerar posibilidades alternativas de mantenimiento. El estudio
en su introducción utiliza como argumento favorable al cierre de estas líneas la existencia de un
proceso de agotamiento de los ferrocarriles de vía estrecha en los países de Europa occidental,
reconociendo que sólo en los casos de los servicios metropolitanos de ciudades con grandes
densidades de población y en el transporte de mercancías que participa como distribuidores de
las redes nacionales éstos han sido capaces de adaptarse a la competencia de la carretera. Con
este planteamiento se prefigura, aunque no se explícita, el cierre de la mayoría de las líneas ya
que casi ninguna cumple alguno de los dos supuestos. Desde un punto de vista general, el estudio
reconoce la existencia de un déficit en casi todas las compañías públicas, como expresan sus
coeficientes de explotación, atribuido al mantenimiento de una política tarifaria controlada, y
cuyos efectos más notables se refieren a una clara descapitalización y, por consiguiente, a la
utilización en esta coyuntura de unos factores productivos generalmente obsoletos y a una
productividad alejada de cualquier criterio razonable. Además, se entiende que las compañías
ferroviarias no presentan resultados aún peores gracias al canon de coincidencia, cuyo
mantenimiento entiende como contraproducente ya que en el caso de viajeros no hace sino
                                                                
43 Los planes aprobados fueron los de las compañías Vasco-Asturiana, Carreño, Langreo, Económicos de Asturias,
Cantábrico, Suburbanos de Bilbao, Vascongados, SEFT, La Robla, Catalanes, Madrid-Aragón, Soller, Tranvías de
Granada, Suburbanos de Málaga y Minas de Aznalcollar. Y los denegados fueron los de las compañías Tortosa-La
Cava, Castilla y Secundarios, Haro-Ezcaray, Zumárraga-Zumaya, Sádaba-Gallur, Olot-Gerona, San Feliú-Gerona,
Alcoy-Gandía, Villena-Alcoy-Yecla, y Alicante-Denia.
44 Tortosa-La Cava, Villaodrid-Ribadeo, Ferrocarriles de Castilla, Haro-Ezcaray, Zumárraga-Zumaya, Sádaba-
Gallur, Olot-Gerona, San Feliú-Gerona, Alcoy-Gandía, Villena-Alcoy-Yecla, Estratégicos y Secundarios de
Alicante, Aznalcollar-Guadalquivir y Suburbanos de Málaga.
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ocultar un servicio más caro y menos competitivo que el ofrecido por la carretera. En efecto,
como ya se ha dicho, las compañías habían llegado a esta trascendental encrucijada con unos
equipos e instalaciones prácticamente incapacitados para hacer frente no ya sólo a una
producción derivada de una estructura económica modernizada, sino también a la explotación
menos exigente. Por otro lado, su estado financiero presentaba un déficit generalizado, que
encontraba, además, en el transporte por carretera, su competidor natural, una importante fuente
de financiación.

No deja de ser paradójico que la primera medida legislativa que se toma, la cual elevará la
entidad de EFE, llegué con el fin principal de ejecutar este principio. Y así fue, ya que el
Decreto-Ley de 23 de septiembre de 1965 convierte a EFE en una entidad de derecho público
con personalidad jurídica y patrimonio propio, denominada Ferrocarriles de Vía Estrecha
(FEVE), cuya actividad residirá en dar el mejor servicio de transporte terrestre posible con el
mayor rendimiento económico que pueda obtener. Es decir, a pesar de que es una norma que
reorganiza una actividad ferroviaria, su función reside en garantizar un servicio de transporte no
necesariamente ferroviario, ya que deberá optar por el medio que resulte más beneficioso en
virtud de criterios, fundamentalmente, económicos. Partiendo de este asombroso criterio se
regulan las competencias, patrimonio, estructura y órganos de gobierno y derechos de los
trabajadores, adquiriendo valor definitivo con la promulgación del estatuto de la empresa el día
siguiente. Así pues, el Decreto del 24 de septiembre de 1965 establece el Estatuto de FEVE, que
se venía elaborando por una comisión creada ad hoc por una orden ministerial de 11 de abril de
1964. Dentro del primer capítulo, se atribuye a FEVE con las competencias generales para
garantizar la explotación de los ferrocarriles o las otras modalidades de transporte, destacando la
obligación de proponer la conveniencia de mantener la explotación de aquellas líneas que se
incorpore. Por parte del Estado, el Gobierno asume las competencias para el cierre y
levantamiento de las líneas y el establecimiento de las tarifas; el Ministerio de Obras Públicas el
estudio y establecimiento de nuevas líneas y su coordinación con otros medios. En lo referido a
la organización, FEVE quedaba vertebrada en torno a cuatro niveles: los órganos de gobierno (el
consejo de administración, las comisiones del consejo y la dirección); los órganos funcionales y
territoriales (subdirecciones, delegaciones y comisiones provisionales); los órganos funcionales
(departamentos, divisiones y servicios); y los órganos territoriales (demarcaciones, líneas,
secciones y cantones). El consejo de administración se forma por un presidente facultado de voto
derimente, dos vicepresidente y siete consejeros; nombrando Obras Públicas al presidente, a un
vicepresidente y a dos consejeros, Hacienda al otro vicepresidente y a un consejero, y los
ministerios de Trabajo e Industria a los restantes consejeros. El Estatuto establece la creación de
dos comisiones auxiliares del consejo, denominadas: “económica y financiera” compuesta por el
vicepresidente primero, un consejero representante de cada uno de los ministerios y el director,
que se encargará de las competencias referidas, como es obvio, al aspecto financiero; y “técnica”,
compuesta por el vicepresidente segundo, un consejero representante de cada uno de los
ministerios y el director, que se encargará del establecimiento de los planes que afecten a la
organización de los transportes, elaborar la memoria y balance anual, el establecimiento de las
tarifas y la contratación de obras, suministros y servicios. El director es nombrado directamente
por el Ministerio de Obras Públicas, formará parte del consejo de administración y de las dos
comisiones, aunque no posee voto, y sus funciones se extienden sobre la organización de la
explotación y sobre la jefatura de personal.

La vigencia del estatuto no será muy larga, ya que el Decreto-Ley de 29 de diciembre de
1972 y, sobre todo, el Decreto de 21 de febrero de 1974, que aprueba un nuevo estatuto,
modifican aspectos singularmente importantes. Este nuevo marco, como reconoce el primero de
los decretos, buscaba equiparar el nivel de competencias de FEVE al que ya poseía Renfe para
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conseguir los mismos objetivos; a saber, dotarla de órganos de dirección más flexibles y eficaces
y reestructurar sus relaciones con el Estado. Los cambios se derivarán de sustituir su naturaleza,
debida a la Ley de Régimen Jurídico de Entidades Estatales Autónomas, por la de una entidad
con personalidad de derecho público sometida al régimen jurídico de empresa mercantil. El
primer cambio afecta al consejo de administración, ya que el presidente será nombrado por el
Gobierno, desaparece el vicepresidente segundo, y los consejeros pasan a ser ocho, siendo
nombrados por el Ministerio de Obras Públicas. En segundo lugar, el director, miembro del
consejo y de sus comisiones delegadas con voz pero sin voto, será nombrado por el propio
consejo de administración y suma a sus facultades anteriores, la inspección, que hasta este
momento era potestad de Obras Públicas. Finalmente, las competencias atribuidas al Ministerio
de Hacienda serán cumplimentadas por el Delegado Especial de Hacienda, que posee veto
suspensivo sobre cualquier decisión de todos los órganos de dirección de FEVE.

Entre 1958 y 1975 se cierran 28 líneas de vía estrecha, siendo el período que transcurre
entre 1964 y 1970 el que alcanza mayor intensidad45. La “modernización” significó, pues, un
gran cambio de la infraestructura de este grupo de ferrocarriles puesto que el masivo cierre de
líneas supuso el fin de este tejido ferroviario, configurado entre los últimos años del siglo XIX y
primeros del XX. Parece claro que las pocas líneas de vía estrecha que sobreviven a esta
coyuntura son aquellas que se especializaron como servicios de transporte metropolitano,
excepto el eje transcantábrico que, aun comunicando entre sí todo este espacio, acabaría, empero,
experimentando el mismo cambio.

Por lo que se refiere a su producción de viajeros cabe reconocer, en principio, un
comportamiento global claramente negativo, ya que si bien durante el período 1955-64 presentó
unas tasas medias de incremento anual positivas -3,4 y 2,8 puntos para cada quinquenio
respectivo-, desde 1965 dibujan una curva que empeora progresivamente. Estos quince años
suponen para FEVE la pérdida no ya sólo de su posición relativa, sino también de su producción
habida cuenta que sus tasas son negativas: 0,2, 1,7 y 3,2 puntos para los quinquenios 65-69, 70-
74 y 75-79. Si se acude a los datos proporcionados directamente por cada una de las compañías
constituyentes de FEVE estos resultados se confirman, aunque debamos reconocer importantes
matizaciones que deben ser tenidas en cuenta. Por su lado, el comportamiento de los transportes
de mercancías movidos por los ferrocarriles de vía estrecha se resume en pocas palabras ya que,
excepto el quinquenio 1955-59 en el que se obtiene una tasa positiva del 4,5 por100, en los otros
se pierden gran parte de sus tráficos. La evolución del tráfico de mercancías en pequeña
velocidad (t/km) producido por las líneas que tuvieron continuidad entre 1960 y 1980 describe
una trayectoria descendente entre 1964 y 1970 debido al cierre de líneas, aunque las únicas
compañías que aparecen en este período -Santander-Bilbao y Alicante-Carcagente- presentan un
comportamiento irregular, aunque con escasa incidencia en el total ya que su aportación es
claramente minoritaria. En 1971 se experimenta un gran avance como resultado de la
incorporación a FEVE de numerosas compañías, entrando así en la década de los setenta, en la
cual las dos principales líneas aportadoras de la producción, León-Bilbao y el Langreo, obtienen
un saldo claramente negativo, arrastrando, lógicamente, a la producción total por mucho que el
Vasco-Asturiano y el Oviedo-Llanes presenten un comportamiento positivo. En conjunto, la
                                                                
45 En efecto, entre 1964 y 1975 se procede al cierre, en primer lugar, de un número significativo de líneas que EFE
explotaba (En 1952 se cerró la línea Madrid-Matadero-Leganés, en 1954 Fuencarral-Colmenar y en 1959 Palamos-
Bañolas) dese 1942 -Valdepeñas-Puertollano (1964), Onda-Grao de Castellón (1964), Calahorra-Arnedillo (1966),
Castro Urdiales-Traslaviña (1964), el Ferrocarril Vasco-Navarro (1968), Buitrón-San Juan del Puerto (1969),
Peñarrolla-Puertollano (1970), Madrid-Almorox (1970), Manresa-Olván (1973), Granada-Sierra Nevada (1975), y el
Tranvía de Linares-; en segundo lugar, se cierran otro grupo de líneas privadas que se incorporan a FEVE a partir de
1963 –Utrillas-Zaragoza (1966), Tortosa-La Cava (1968), Olot-Gerona (1969), San Feliu de Guixols-Gerona (1969),
Alcoy-Puerto de Gandía (1969), Villena-Alcoy-Yecla-Jumilla-Cieza (1969) y Ferrocarriles de Castilla (1969).
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producción de los ferrocarriles de vía estrecha de explotación pública se salda con un resultado
negativo que, en los años siguientes, se acentuará, confirmándose la ya referida especialización
en el tráfico de viajeros.

3. La Recuperación del ferrocarril durante la Democracia: la equidistancia
entre intervencionismo y liberalización

La experiencia de las décadas anteriores demostraron que tanto el intervencionismo radical
de la Autarquía como la liberalización de los años sesenta y setenta llevaron al ferrocarril a la
peor coyuntura de su historia. En un contexto en el que el ferrocarril alcanzaba su menor
presencia económica y social y en el que se comenzaban a plantear serias dudas sobre su
continuidad, el primer gobierno democrático de UCD no tuvo duda alguna sobre la política que
pretendía aplicar ya que si en julio de 1977 creó el nuevo Ministerio de Transportes y
Comunicaciones, en 1979 presentó el Libro Blanco del Transporte en el que se decantaba por
una política de transporte que se estructurase sobre la libertad de mercado pero aceptando como
incuestionable un intervencionismo público que equilibrase las tendencias divergentes de cada
una de las modalidades concurrentes. El giro fue tan radical que, frente a la experiencia
desarrollista, se proponen una serie de principios que serán, con más o menos matices, el sustrato
de todas las políticas de transporte aplicadas hasta la actualidad: libertad de concurrencia;
especialización de cada modalidad en los segmentos de mercados donde tuviesen mejores
ventajas comparativas; neutralidad fiscal (posible imposición de una tasa por el uso de las
infraestructuras); subvención exclusiva para los servicios públicos; utilización preferente del
ferrocarril en el servicio de viajeros en las cercanías y en los corredores de grandes densidades de
población, mientras la coordinación con la carretera se dejaba para las líneas de tráficos débiles y
el aéreo para las grandes distancias; y utilización preferente del ferrocarril en el servicio de
mercancías para grandes masas a largas distancias, mientras en la carretera se deberá fomentar el
transporte a medias distancias. Sólo la fuerte inestabilidad política del momento impidió a la
UCD contar con la continuidad suficiente para concretar en la práctica estos principios puesto
que comportaban, igualmente, toda una planificación para llevar a cabo tales fines.

La definición de estos criterios hundía sus raíces en la propia política comunitaria de
transporte, haciéndose aplicable a España gracias a que ahora la estrategia de desarrollo
económico pasaba inequívocamente por homogeneizar la economía española con las más
desarrolladas de Occidente. Si bien el Tratado de Roma optó por una política común de
transporte que garantizase la libre circulación de las personas y de las mercancías a través de sus
estados miembros, después de una primera fase46 comprendida entre 1958 y 1972 y en la que no
se logró ningún avance en este sentido, sucedió una segunda, entre 1973-1982, en la que se
matizó el inicial objetivo liberal con la necesidad de corregir en casos excepcionales aspectos del
mercado y con la intervención de la Comunidad en la planificación y financiación de las
infraestructuras. Los resultados de este segundo tramo fueron muy fecundos desde un punto de
vista legislativo, pero no se tradujeron, como en la etapa previa, en acciones concretas, aunque,
eso sí, se redactaron un extenso número de programas sectoriales en los que se manejaron
muchos de los criterios reconocidos en el párrafo anterior.

                                                                
46 Véanse, Rafael IZQUIERDO DE BARTOLOMÉ, La política de transportes en la CEE; Generalitat de Catalunya,
1986; y Chirstopher NASH, “La política ferroviaria en la Comunidad Europea” en Ginés DE RUS, Economía y
política del transporte: España y Europa, MOPT y Civitas, 1992.
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Si los respectivos gobiernos de UCD no contaron con estabilidad, los subsiguientes
gobiernos del PSOE sí gozaron de ella así como de tiempo para llevar a la práctica dichos
principios. En 1981 el Partido Socialista contaba ya con un programa acerca de este sector47, el
cual quedaba definido como un elemento económico estratégico habida cuenta que permite
reducir el coste energético, amortiguar el endeudamiento exterior y consolidar políticas sociales
de naturaleza sectorial. Así se ofrece desarrollar una política de transporte que genere un tejido
homogéneo, que ponga fin al fuerte desequilibrio existente entre las zonas más desarrolladas y
las más atrasadas, que reactive la economía, que genere empleo, que homogeneice las
condiciones de trabajo y que conserve el medio ambiente. Para garantizar estos presupuestos, los
socialistas optan en este programa por una incuestionable y decidida intervención estatal, aunque
con carácter discriminante puesto que mientras ésta se debe aplicar sobre aquellos segmentos con
carácter de servicio público, para aquellos otros que se encuentren intervenidos, pero que no
respondan a esta exigencia, se propone su total liberalización. La intervención se deberá efectuar
mediante tres instrumentos esenciales: una política inversora que convierta a las infraestructuras
en su principal beneficiario, en especial, a aquellas con mayor rentabilidad social; el
mantenimiento de empresas públicas como elementos de gestión y explotación; y el control de
los precios del transporte. Finalmente, desde la esfera de la organización se propone la mayor
descentralización posible mediante la transferencia a las comunidades autónomas de las
competencias que les correspondan, según establezcan la Constitución y sus respectivos estatutos
de autonomía, aunque manteniéndose instrumentos que garanticen criterios generales de
actuación; y, por cuanto se refiere a las empresas públicas, se propone su mayor control a través
de diferentes instrumentos, en especial, de los contratos-programas.

Acudiendo al epígrafe dedicado específicamente al ferrocarril, los socialistas comprometen
una política ferroviaria que concentre sus inversiones con prioridad en aquellos equipamientos
que satisfagan las necesidades más masivas, con toda claridad, las cercanías. En segundo lugar,
ofrecen una política que incremente el empleo en Renfe ya que creen que con ello estarían en
condiciones de garantizar los propios resultados económicos de la empresa. En tercer lugar,
ofrecen un nuevo tipo de gestión para Renfe que permita a través de los contratos-programas un
mejor control, a través de su clarificación una contención del déficit y a través de una política de
personal una integración de los trabajadores capaz por sí misma de modernizar a la propia red.
Finalmente, propone una política inversora de naturaleza selectiva que corrija, por un lado, las
principales deficiencias estructurales de la red (Orduña, Despeñaperros, Pajares y Valencia-
Tarragona), y, por otro, los históricos desequilibrios regionales, aunque buscando la modalidad
más oportuna. En cuanto a los ferrocarriles de vía estrecha, el PSOE aceptaba las transferencias,
siempre y cuando, no hubiese oposición por parte de las autonomías, se evitasen flujos regresivos
de renta, se respetasen los derechos de los trabajadores y se crease una comisión interautonómica
con participación de todos los sectores afectados, dotada con competencias sobre importantes
aspectos para todas aquellas compañías que recibiesen dotaciones económicas procedentes del
Estado, mientras para el resto sería de adhesión voluntaria. Por otro lado, considera a la línea
cantábrica como absolutamente intransferible, comprometiendo, asimismo, la incorporación de
todo este grupo (incluyendo a aquellas que resultando transferibles no sean reclamadas por sus
comunidades) a Renfe.

La llegada del PSOE al Gobierno en 1982 les ofreció, lógicamente, la posibilidad de
aplicar el anterior programa. Lo cierto es que, aun manteniendo en buena medida el espíritu de su
política de transportes, se tuvieron que enfrentar con una realidad bien distinta a la que había
previsto desde la oposición y, en consecuencia, tuvieron que introducir significativas
rectificaciones. En efecto, su gestión no tuvo otro remedio que acudir a una estrategia inmediata,
                                                                
47 PSOE, Política de Transportes del PSOE; Editorial Pablo Iglesias, 1981.
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que además se alargó más de lo necesario, destinada a intentar frenar la dinámica degenerativa
que Renfe había venido sufriendo desde años atrás. No resulta, por tanto, anómalo que ya
durante el primer año se pusiera en marcha el Plan de Actuación Urgente con el objetivo de
resolver, en la mejor medida de lo posible, los problemas financieros y de estructurar la empresa
buscando nuevos proceso de gestión, y que el siguiente marco planificador, el
Contrato-Programa 1984-86, significase su continuidad. Aunque éste aportó sensibles mejoras en
muchos aspectos, no comportó la intensidad necesaria para poner fin al proceso degenerativo.
Este hecho y la experiencia acumulada durante tres años de administración fueron acicates
suficientes para que los socialistas comprendiesen que la solución debía pasar por decisiones
que, inevitablemente, cuestionarían la propia naturaleza de un sistema de transporte apenas
modificado desde sus orígenes. Así pues, la política ferroviaria de esta segunda etapa, aun
definiendo a corto plazo objetivos idénticos a la etapa previa, desde la recuperación de los
criterios doctrinales formulados por la UCD se introdujo la primera reflexión global sobre el
papel que debía desempeñar el ferrocarril en un mercado de transporte y en una sociedad que
tenían muy poco que ver con las que le habían acompañado durante su mayor tiempo de
existencia.

Este giro encontró su último y definitivo impulso en un acontecimiento estratégico como
fue la definitiva incorporación de nuestro país a la Comunidad Europea. No sería, precisamente,
hasta 1983 cuando en la política comunitaria de transportes se produjo un punto de inflexión
provocado cuando la Comisión presentó al Consejo una comunicación titulada «Hacia una
política común de transportes» y una Propuesta de Resolución para aplicar un conjunto de
medidas48. En líneas generales estas dos iniciativas proponían tener presente las peculiaridades de
cada Estado para resolver el problema de la concurrencia entre el ferrocarril y la carretera,
posibilitando un equilibrio entre los países centrales y periféricos. En segundo lugar, los
ferrocarriles deberían sustituir los privilegios, mediante los cuales constriñen a los otros medios,
por una modernización para lograr una mayor competitividad que debería pasar por una mayor
coordinación y, en una segunda fase, por su integración comunitaria para lo cual contarían con
ayudas comunitarias para hacer frente a las consecuencias sociales que se pudieran derivar. En
tercer lugar, se debería seguir potenciando el transporte combinado con el objeto de mejorar esta
actividad sin necesidad de intervencionismos. En cuarto lugar, se propone que la construcción y
conservación de las infraestructuras ferroviarias se lleven a cabo directamente desde el Estado,
remitiendo la actividad de las empresas de ferrocarriles a la mera explotación del servicio, las
cuales, como deberá ocurrir con el resto de los modos, deberán abonar una tasa por el uso de la
vía equivalente, en este caso, como mínimo al coste marginal de uso. Finalmente, se considera
conveniente diferenciar las dimensiones de servicio público y de carácter comercial de las
compañías ferroviarias con el objeto de suprimir las primeras en ciertos transportes, sobre todo,
en mercancías.

En 1989 la Comisión publica un nuevo documento que ratifica una política de transporte
ferroviario en que las compañías ferroviarias deben lograr su independencia comercial y
financiera, para, a continuación, establecer una clara e inequívoca diferencia entre su única
actividad, la explotación del servicio, y la construcción o mantenimiento de la infraestructura,
que deberá correr a cargo de una empresa distinta que fije un sistema de tarifas por su utilización
en un contexto de libre competencia intermodal. A continuación se solicita sustituir la obligación

                                                                
48 Ésta fue su contestación a un recurso interpuesto por el Parlamento el 22 de enero de 1983 contra el propio
Consejo por no haber llevado a cabo una política común de transportes, resultando condenado por el Tribunal de
Justicia el 22 de mayo de 1985 por no haber asegurado la libre prestación de dichos servicios y las condiciones de
admisión de los transportistas no residentes a los transportes nacionales de un Estado miembro.
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de servicio público por un sistema contractual que fije los servicios y sus precios49. Cabe derivar
de estas propuestas, en primer lugar, el nuevo tipo de dirección de las empresas ya que, dentro de
una mayor libertad de acción para éstas y de su compromiso con los gobiernos, la gerencia
ferroviaria expresa sus obligaciones, permitiendo, así, evaluar su grado de acierto. En segundo
lugar, la separación entre la explotación del servicio y de la infraestructura adquiere, como en el
caso anterior, una relevancia sustantiva ya que coloca al transporte ferroviario en igualdad de
condiciones que la carretera, posibilita la competencia entre posibles operadores ferroviarios y la
explotación de servicios internacionales por una única organización. La actividad comunitaria se
remitirá, entre 1989 y 1993, a confirmar estos principios mediante diferentes medidas resultando,
sin duda, como más trascendente la Directiva de 29 de julio de 1991 en la que se establecía como
principios básicos de la política comunitaria de transporte ferroviario: la independencia de
gestión de las explotadoras; la separación en la gestión de la infraestructura y la prestación del
servicio, resultando obligatoria la separación contable y voluntaria la separación orgánica o
institucional; saneamiento financiero de las empresas; y libre acceso a las redes ferroviarias para
las agrupaciones internacionales de empresas ferroviarias y para aquellas otras que realicen
transportes combinados. Estamos, pues, ante el nivel de concreción más definido y que, en
consecuencia, nos explicará la propia política española de transporte durante los últimos años.

Como consecuencia de todo ello se promulga en julio de 1987 (con el beneplácito previo
de la Comisión que en un dictamen de 1986 la consideró concordante con su política50) la Ley de
Ordenación del Transporte Terrestre (LOTT), poniéndose fin al marco jurídico del transporte
diseñado en 1941 por la Ley de Ordenación Ferroviaria. La nueva ley diseñaba un marco
concurrente del transporte, obligado por la necesaria liberalización que imponía la política
comunitaria y por el desfase del marco precedente, eliminando la obligada coordinación de todos
los medios en función del ferrocarril, no asumida por el mercado, y buscando una producción de
carácter intermodal en la que cada una de ellas se especializaría según sus propias ventajas. Se
entiende al transporte ferroviario como un medio especializado dentro de un mercado libe y
competitivo, otorgando a la empresa que lo gestiona una amplia autonomía, ausente hasta ese
momento. Además, se asume el compromiso de repercutir en los costes de la carretera la
construcción y el mantenimiento de sus infraestructuras. El contenido de la LOTT establecía,
pues, como principio doctrinal la neutralidad para todos los medios de transporte y, como
consecuencia inmediata de ello, se obliga a las explotadoras ferroviarias a adaptarse al mercado,
admitiéndose, incluso, la presencia privada en la gestión de determinados servicios y se
establece, al mismo tiempo, una separación real entre los conceptos de obra pública y servicio
público, así como se anuncia el propósito de otorgar a Renfe una mayor autonomía en sus
facultades51. La culminación de esta obra legislativa no se produjo hasta que en 1994 se
promulgó un nuevo estatuto de la Red Nacional52.

                                                                
49 Se proponen, además, establecer una red de trenes de alta velocidad, aunque al no desarrollarse una política
paralela de creación de su infraestructura, en realidad esto no pasa de un mero argumento doctrinal; y se solicita a los
gobiernos la exención del pago del impuesto de circulación en la misma medida que los vehículos participen en el
transporte combinado.
50 La única salvedad que señaló la Comisión consistió en no considerar acorde con la política comunitaria el
establecimiento de unos límites para la fijación de los precios de transporte.
51 La LOTT define a Renfe como una sociedad estatal, adscrita al Ministerio de Transporte, Turismo y
Comunicaciones, con personalidad de derecho público independiente del Estado y sometida al Derecho privado,
mercantil, civil y laboral, excepto en lo referido a la Ley General Presupuestaria. Aunque su artículo 155.1. indica
genéricamente que tipo de líneas y servicios integran Renfe, será el Gobierno el que poseerá la capacidad para
definirlas en concreto en cualquier momento, reservándose, lógicamente, también las competencias en la ordenación,
planificación y desarrollo de la misma, mientras Renfe asume como competencia exclusiva la explotación de los
ferrocarriles.
52 Aprobado por el Real Decreto 28-I-1994.
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La promulgación de la LOTT convirtió la reorganización de Renfe en una cuestión
estratégica. Desde esta nueva orientación se comprende a ésta como el resultado coyuntural de
tres funciones distintas -operador de transporte, proveedor de bienes y servicios y mantenedor de
la infraestructura-, que deben llevar consigo niveles de organización y criterios de gestión
claramente diferenciados. Así, como operador, Renfe asume la realización del transporte de
viajeros y mercancías, los cuales se articulan en diferentes unidades de negocios según las
características que impone el mercado: largo recorrido, regionales, alta velocidad y cercanías, en
viajeros; y cargas completas y cargas fraccionadas, en mercancías. Además, se establecen
criterios de gestión, igualmente diferenciados según el comportamiento del mercado puesto que
todas las unidades de negocios deben funcionar con criterios de rentabilidad, excepto regionales
y cercanías habida cuenta de su naturaleza de servicio público, lo cual no debía suponer la
renuncia a obtener financiación suplementaria proveniente de otra administración. Por otro lado,
la Red Nacional como proveedora de bienes y servicios se hace cargo de la gestión de la
tracción, del material rodante y de un conjunto de servicios -estaciones, taquillas, limpieza, etc.-,
a los que se atribuye condición de servicio público como asimismo ocurre con la tercera función
señalada -el mantenimiento de la infraestructura y de la circulación-. El Estatuto de Renfe
confirmó este tipo de organización, entendiendo que la vertebración productiva de la empresa en
unidades de negocio a las que se otorgan un conjunto de competencias y objetivos perfectamente
delimitados en un período a corto plazo y evaluadas por el grado de cumplimiento y por su
cuenta propia de resultados, posibilitaría: una mejor gestión; una mejor adecuación de la oferta a
la demanda, con lo cual se incrementaría la calidad del servicio; un mayor control del gasto al
hacerse responsable a cada una de ellas de su cuenta de resultados; y una clarificación de las
relaciones comerciales entre las propias unidades de producción de la Empresa. Este marco
jurídico llega aún más lejos puesto que admite la posibilidad de que las propias unidades de
organización adquieran personalidad jurídica propia si existiesen motivos que lo exigiesen,
necesitando, empero, la previa aprobación del ministerio.

El Estatuto de Renfe no introduce modificaciones significativas en cuanto se refiere a los
órganos de dirección de la empresa. Así, el principal organismo de gobierno sigue siendo el
consejo de administración, presidido por el presidente, que mantiene su voto de calidad y que es
nombrado por el Gobierno a propuesta del MOPTMA, mientras los consejeros lo son por este
último. Tal vez la aportación más sobresaliente nos la proporciona el artículo 29 puesto que
atribuye un nivel de competencias a los responsables de las unidades de negocio con suficiente
entidad para garantizarles una gran cota de autonomía. Con ello se pretende ratificar
formalmente los principios enunciados, dotando a sus responsables con mecanismos lo
suficientemente ágiles para enfrentarse a la competencia en un mercado de transporte libre con la
rapidez exigida. Por otro lado, se sigue manteniendo los delegados del Ministerio de Economía y
de Hacienda con las funciones y derechos ya regulados en los años sesenta.

Conviene concluir que la relación entre Renfe y la Administración pasa a establecerse por
una nueva figura jurídica como es el contrato-programa 53 en la que prevalecen los mecanismos
de pacto y negociación sobre los de Imperium. En un siguiente paso, la firma de este tipo de
documento hacen público tanto los objetivos que debía lograr -en este caso- Renfe como los
medios que el Ejecutivo comprometía para tal fin. De esta manera, los directivos de Renfe
adquirían un mayor grado de independencia a la hora de llevar a cabo su gestión, puesto que los
posibles cambios de criterios por parte del Gobierno sólo se podían concretar mediante la
renuncia pública del contrato. Aunque tardó en llegar la formulación de un nuevo marco jurídico
                                                                
53 El primer contrato-programa se proyectó para el ejercicio de 1979, presentando una naturaleza tan genérica que
impidió avances concretos. En cualquier caso, su sola existencia justifica una línea de continuidad entre la política
ferroviaria de los gobiernos de UCD y del PSOE más acusada de que lo habitualmente se ha reconocido.
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del ferrocarril, la sola aplicación de los contratos-programas supuso una ruptura con los
mecanismos precedentes, otorgando de hecho a las empresas públicas una autonomía como
nunca habían gozado.

Los efectos finales de todos estos cambios están aún por llegar ya que se trata de un
proceso no cerrado. En el terreno de la producción, las cuotas de mercado ferroviario no han
variado globalmente, aunque resulta más que apreciable su capacidad competitiva en segmentos
tan especializados como son las cercanías y la alta velocidad y su creciente avance en los
transportes intermodales. Esto ha sido suficiente para devolver al ferrocarril gran parte del
prestigio perdido gracias a que ha sido capaz de demostrar cómo puede incorporar las
tecnologías más avanzadas en beneficio de un mejor servicio.

Si la evolución de los ferrocarriles de ancho normal debe ser explicada durante estos años
desde la perspectiva de la política comunitaria, la de los ferrocarriles de vía estrecha se debe
efectuar desde la configuración del estado autonómico. En efecto, como derivación de la
transición democrática, el ferrocarril fue receptor de otro cambio histórico como fue, en este
caso, la emergencia de compañías autonómicas. La propia Constitución española estableció que
al Estado le correspondía la competencia exclusiva sobre transportes terrestres que transcurriesen
sobre más de una comunidad autónoma (art. 149.1.21), mientras que estas últimas podrían
asumir dichas competencias cuando se debiesen íntegramente a su territorio (art. 148.1.5).
Aunque este principio general fue incorporado por los consiguientes estatutos de autonomía,
reservándose las competencias exclusivas sobre los transportes, sólo cuatro de ellas (Cataluña,
Euskadi, Valencia y Baleares) procedieron a constituir ferrocarriles autonómicos con aquellas
líneas de vía estrecha que, cumpliendo dichas condiciones, fueron transferidas por FEVE. Por la
propia naturaleza de estas nuevas empresas, este fenómeno administrativo terminaría
convirtiéndose, en conjunción con Renfe, en la cristalización de las cercanías como una de las
especializaciones ferroviarias más importante de los últimos años.

En 1997 la red de FEVE alcanzaba los 1.193 km frente a los 1.508 con que finalizó el
ejercicio de 1980. La línea transcantábrica, que une Ferrol con Bilbao, constituye su principal
aportación ofreciendo un transporte colectivo más cercano al de los ferrocarriles suizos, ingleses
o noruegos que a los de Madrid y Barcelona. En Castilla y León, FEVE explota su segunda línea,
Bilbao-Léon (La Robla), una parte de la cual está actualmente suspendida al tráfico de viajeros
por resolución del Ministerio de Obras Públicas y Transportes debido a motivos de seguridad.
Dentro de esta línea, en noviembre de 1993 se reabrió el tramo Matallana-Cistierna y un año más
tarde el tramo Cistierna-Guardo. La empresa explota, finalmente, la línea murciana Cartagena-
Los Nietos. Si su producción ha evolucionado negativamente en el segmento de viajeros,
pasando, entre 1980 y 1997, de 492 millones de viajeros/km a 208, aunque ya este último
ejercicio supuso una recuperación del 6,4 por 100 respecto a 1996, y habiendo sido capaz de
especializarse en el segmento de cercanías; en mercancías ha sido capaz de crecer de 171
millones de toneladas/km a 336,1, lo que le ha convertido en su principal actividad. Sus
resultados económicos se han desarrollado en coherencia a un déficit inherente a un tipo de
servicio como el que soporta ya que, mientras los ingresos, proporcionados mayoritariamente por
el tráfico, se ha mantenido estables, los gastos han crecido, estabilizándose, no obstante, en los
últimos ejercicios.

La configuración de la red autonómica catalana tiene su origen en 1976 cuando las dos
grandes compañías privadas catalanas -los Ferrocarriles de Cataluña S.A. y la Compañía General
de Ferrocarriles Catalanes S.A.- dejan de garantizar el servicio; abriéndose un período
provisional, entre este año y 1978, en el cual, después de ser rescatadas ambas compañías, la
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primera pasa a ser gestionada por FEVE mientras la segunda lo fue por la Dirección General de
Transportes Terrestres. Ya creada la Generalitat en septiembre de 1977, recibirá en septiembre
de 1978 la transferencia de un grupo inicial de competencias entre las que se incluyen la
explotación de los ferrocarriles que estuviesen asentados íntegramente sobre territorio catalán,
que, desde el 1 de noviembre de 1978, pasan a ser su competencia administrativa. Un año
después, el Decreto de 5 de septiembre de la Generalitat de la Cataluña creó la compañía
Ferrocarriles de la Generalitat de Cataluña (FGC), quedando adscrita al Departamento de Política
Territorial y Obras Públicas y definida como una entidad de derecho público, con personalidad
independiente de la Generalitat, que actúa en régimen de empresa mercantil y que goza de
autonomía en su organización, con patrimonio propio y capacidad plena para el ejercicio de sus
fines.

La principal actividad de esta red se centró en el transporte de pasajeros, puesto que el
tráfico de mercancías presentó un valor medio del 10 por 100 de las unidades de tráfico totales.
El movimiento de viajeros describió una evolución que debemos diferenciar en dos períodos: el
primero entre 1977 y 1987, durante el cual se mantuvo estable con pequeña fluctuaciones; y el
segundo, entre 1989 y 1992, en el que se produjo un aumento del 13,7 por 100; finalmente, el
ejercicio de 1993 significó un retroceso a los niveles de 1989, consiguiendo desde entonces un
sostenido crecimiento que llevó la producción de 504 millones de viajeros/km de 1990 a 556
millones en 1997. Como asimismo nos informan sus memorias, este fue un tipo de tráfico
metropolitano habida cuenta que el recorrido medio de viajero se situó sobre un valor medio de
11 km.

La información suministrada por las memorias anuales del MOP sobre los resultados
económicos de los FGC la convierten en una empresa deficitaria. Según la propia compañía, el
ejercicio de 1979 (primer año de su existencia) finalizó con un coeficiente de explotación del
222,7, que aumentó hasta el 257,6 del ejercicio de 1982. Tanto estos datos como los
consiguientes expresan una estructura económica caracterizada por unos ingresos claramente
dependientes del tráfico, que, aun siendo capaces de aumentar globalmente entre 1983 y 1991
más que los propios gastos (a su vez, demasiados dependientes del capítulo de personal), nunca
fueron capaces de reconvertir la situación deficitaria. Los ejercicios de 1992 y 1993 supusieron
un paso atrás puesto que los resultados volvieron a resultar crecientemente negativos, debido,
sobre todo, al mal comportamiento del propio tráfico de viajeros. Si acudimos, por otro lado, a
los datos específicamente financieros observamos como las partidas de amortizaciones y deudas
aumentan progresivamente, multiplicando el déficit de explotación hasta estabilizarse en un
factor de 2 a partir de 1987. Las partidas recibidas por concepto de subvención describen una
trayectoria claramente creciente, que sólo en los ejercicios de 1991 y 1993 fueron capaces de
dejar los resultados finales en números positivos. En síntesis, la compañía de los Ferrocarriles de
la Generalitat de Cataluña constituye durante estos años una empresa ferroviaria de naturaleza
pública que subvenciona directamente una parte del tráfico metropolitano de Barcelona y con
unos resultados económicos y financieros deficitarios, pero estabilizados desde 1995.

En el caso del País Vasco debemos remontarnos hasta 1972 cuando, por un lado, la
Compañía de los Ferrocarriles Vascongados, obligada por sus problemas financieros, abandonó
la explotación de las cuatro concesiones que poseía 54 pasando a ser gestionada por FEVE el 24-
VI-1792 de manera provisional mientras el Gobierno tomaba la decisión definitiva 55; y cuando la
Sociedad Explotadora de Ferrocarriles y Tranvías (SEFT) hacía lo mismo con su concesión entre
                                                                
54 Bilbao-Durango, Durango-Zumárraga, Elgóibar-Donostia y Amorebieta-Bermeo-.
55 El Real Decreto de 17-XI-1981 aprobó el convenio transnacional entre la compañía y el Estado, escriturándose el
28-I-1982.
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San Sebastián-Frontera Francesa, pasando el 24-I-1973 a FEVE en las mismas condiciones de
provisionalidad. Este proceso encuentra, pocos años después, en la Ley de 30 de noviembre de
1975 su segundo afluente ya que creaba el Consorcio de Transportes de Vizcaya con el objeto de
explotar las concesiones ferroviarias de los Ferrocarriles y Transportes Suburbanos de Bilbao
S.A.56, que, como asimismo disponía la ley, debían ser rescatadas por el MOP. Si un año más
tarde (22-XI-1976) se ejecutaba el rescate en cuestión, el 30 de noviembre de 1977 se acordaba
la entrega al Consorcio de las concesiones de carretera coincidentes con dichas líneas,
debiéndose entregar simultáneamente a éste y a FEVE todo cuanto constituían las explotaciones,
que, finalmente, se ejecutó el 15 de diciembre de 1977.

A pesar de estos movimientos, no será hasta la promulgación del Real Decreto-Ley 4-I-
1978 cuando, al establecer el régimen preautonómico vasco, se transfiriese al Consejo General
Vasco las competencias en materia de transporte ferroviario, que, no obstante, no fueron
especificadas hasta un posterior Decreto de 25-VIII-1978, momento en que se debe considerar
completamente transferidas a la administración vasca todas las líneas ferroviarias que tuviesen
íntegramente tendidas sus redes por la misma autonomía. El proceso adquiere su plenitud cuando
el Decreto 24-V-1982 del Departamento de Política Territorial y Obras Públicas y Economía
creó la compañía ferroviaria vasca Eusko Trenbideak-Ferrocarriles Vascos (ETFV) como
sociedad pública de forma anónima, pero con la administración de Comunidad Autónoma del
País Vasco como único socio. Ésta quedaba dirigida por un consejo de administración,
encuadrada en el mismo departamento que la creó y con el objeto de explotar todas las líneas por
ferrocarril y carretera anteriormente transferidas. Los Ferrocarriles Vascos57 se asentaron sobre
las antiguas concesiones de los Ferrocarriles y Transportes Suburbanos de Bilbao S.A., de la
Compañía de los Ferrocarriles Vascongados y de la Sociedad Explotadora de Ferrocarriles y
Tranvías (SEFT), asumiendo, por un lado, una parte del servicio metropolitano de Bilbao, y, por
otra, parte de las necesidades metropolitanas de San Sebastián y de las principales poblaciones
litorales; constituyendo, en definitiva, un eje transcantábrico entre la frontera francesa y Bilbao
que se proyectaba, además, desde esta última a través de FEVE hasta Galicia.

La información fundamental de esta compañía indica que estamos ante un ferrocarril que
tiene centrada exclusivamente su actividad en el transporte de viajeros, puesto que el movimiento
de mercancías resulta prácticamente insignificante. Aunque los datos suministrados por el MOP
en sus anuarios indican la existencia de violentas oscilaciones en los ejercicios de 1982 y 1991,
esto no impide observar como el comportamiento del tráfico de viajeros describe una moderada
tendencia alcista que, entre 1983 y 1993, supone un crecimiento del 28,7 por 100 de sus unidades
de tráfico. Si bien es cierto que entre 1993 y 1996 se pierde gran parte del tráfico de viajeros, en
el ejercicio de 1997 se recuperó el 32,8 por 100 respecto al año anterior. El recorrido medio de
los viajeros se sitúa en una media de 10 km entre 1980 y 1988, lo cual significa una clara
hegemonía de los movimientos de cercanías, que, incluso, se acentúa entre 1989 y 1993 habida
cuenta que este parámetro desciende continuamente hasta situarse en 8,2 km durante el último
ejercicio.

En cuanto a los aspectos económicos, nos encontramos con una compañía con resultados
de explotación deficitarios, que, no obstante, mejoran progresivamente, entre 1985 y 1992,
puesto que evolucionan de un valor de 242,7 a 183,2, aunque en el ejercicio siguiente vuelve a

                                                                
56 En concreto, se trataba de las siguientes 6 concesiones: Bilbao-Las Arenas, Las Arenas-Plencia; Bilbao-Lezama y
Sondica, Luchana-Munguía, Mático-La Esperanza y Mático-Arbarren.
57 Éstos no conocieron su vida autónoma, desde un punto de vista formal, hasta que en 1 de septiembre de 1987 no se
subscribieron el acta de entrega mediante la cual se transferían a la Comunidad Autónoma Vasca las líneas
rescatadas.
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empeorar, elevándose hasta el 196,8. Como en el caso anterior, los ingresos dependen del tráfico,
que llegan a representar una media del 89,5 por 100 de este concepto, mientras los gastos del
capítulo personal absorben, a su vez, una media del 74,5 por 100. A continuación, los gastos
financieros adquieren tal presión que multiplican por un factor medio de 1,6 los resultados de
explotación. Sólo las subvenciones recibidas, que representan una media del 1,3 de los propios
ingresos, reducen los negativos resultados finales, aunque siempre se establecen en números
rojos, que, no obstante, se estabilizan a partir de 1996.

La historia de los ferrocarriles en el País Valenciano se inicia en el Real Decreto de 28-I-
1979 al transferirse las competencias ferroviarias a su extinguido Consejo, aunque, en este caso,
se exceptúan de la transferencia las líneas explotadas por FEVE con lo cual se hace inviable la
configuración de una compañía autonómica. Así pues, no podemos hablar con propiedad de
ferrocarriles autonómicos hasta que, después de aprobado su Estatuto por la Ley Orgánica de 1-
VI-1982 (que ya atribuyó a la Generalitat Valenciana con competencia exclusiva en materia de
transportes), el Real Decreto de 13-VI-1986 estableciese la transferencia de estas líneas de vía
estrecha con fecha de 1 de enero de 1986. Posteriormente, la Ley 10-XI-1986 de la Comunidad
Valenciana crea los Ferrocarriles de la Generalidad Valenciana (FGV) como una entidad de
derecho público con el objeto de explotar las líneas Valencia-Liria, Valencia-Bétera, Valencia-
Rafelbuñol, Valencia-Grao, Valencia-Villanueva de Castellón y Alicante-Denia; es decir,
aquellas líneas que sirven las necesidades del transporte metropolitano de la principal ciudad de
la comunidad. Aunque el período de existencia de esta compañía es breve, los datos muestran
como se trata de un ferrocarril cuya única actividad es el tráfico de cercanías con un recorrido
medio de viajeros de 9,6 km. Esta actividad presenta un primer período, entre 1984 y 1989, en el
cual describió un incremento del 37,3 por 100, y un segundo, entre 1989 y 1993, en el cual se
produce una caída del 9,6 por 100; para un resultado global positivo del 24,1 por 100 en
cualquier caso, y debiéndose reconocer, además, una moderada recuperación desde 1997.

Los datos económicos muestran una empresa dependiente de los ingresos del tráfico de
viajeros, que llegan a representar una media del 89,7 por 100 de este capítulo, mientras en el
correspondiente a los gastos de personal adquieren un valor relativo medio del 71,3 por 100. Los
coeficientes de explotación convierten en un comportamiento irregular una de sus características
más representativa, aunque la más importante no es otra que unos valores nunca inferiores al 260
por 100. Los gastos financieros sitúan los resultados finales en valores todavía más negativos
que, gracias a unas subvenciones cuyos valores resultan el doble que los propios ingresos, se
aminoran, aunque siempre en números rojos.

El cuarto caso de ferrocarriles autonómicos tiene su origen más inmediato en una Orden de
la Presidencia del Gobierno de 30-VI-1964 que atribuía a EFE la explotación de los Ferrocarriles
de Mallorca S.A.58, aunque ya FEVE asumió las líneas Palma-Inca e Inca-Artá y ramal a La
Puebla. Una vez aprobado el Estatuto de Autonomía de la Comunidad Autónoma de las Islas
Baleares mediante la Ley Orgánica de 25-II-1983, que como en los casos previos le transfería las
competencias en materia de transporte, el Real Decreto de 17-XII-1933 estableció la
transferencia de las competencias en materia de transporte ferroviarios. Finalmente, el Decreto
de la comunidad autónoma de 13-I-1994 creó los Servicios Ferroviarios de Mallorca como un
                                                                
58 La compañía abandonó la explotación en junio de 1951 al considerarse incapaz de hacer frente a sus problemas
financieros, solicitando al MOP, en el mismo escrito en el que comunicaba la anterior decisión, que Éste se hiciese
cargo de sus líneas; una Orden Ministerial de 12-VII-1952 atribuyó la explotación provisional de las líneas a EFE,
que debía elaborar un informe sobre las causas del déficit de la compañía y de las medidas de orden global que
debían tomarse para corregirlo; finalmente, la Ley de 23-XII-1959 dispuso que estos ferrocarriles eran de interés
general a pesar de su déficit, autorizando al Gobierno para que estableciese las condiciones generales para su
adquisición, concretada por el Decreto de 29-V-1962.
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ente de Derecho Público, adscrito a la Consejería de Obras Públicas y Ordenación del Territorio
y con el objeto de explotar las líneas ferroviarias Palma-Inca, así como el Ferrocarril de Soller.


